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INTRODUCCION 

La iniciativa de éste trnb~Jo dn tesis se 

hizo a instancias de la~ diversas dudas que en rel•ción 

al procedimiento administrativo de invest1gdc16n y 

audiencia se presentaban cant1nuamente en la pr-áct1ca 

cotidiana y, más aún cuando querimndo consultar tanta 

la doctrina como la leg1slac1ón aduanera encontramos 

con que ésta era tedio9a y muy ambigua, siendo óGte 

último uno de los principales obstáculos al cual nos 

enfrentamos en el de~arrallo de ~sta inve&tigac:ión, sin 

embarga a pesar de todo ello nuestro principal anhelo 

era el concluir dicho t_rabaJo de la mejor forma 

posible logri\ndo en 5U mayor par·te lo~ objetivas 

trazados al inicio del mismo. 

Como ya ha quedado se~alado el procedimiento 

administrativo de investiqación y ~udiP.ncia ~ngloba 

diversos problem~s entre los cuale~ cncantramnos la 

siguientes: larga duración en la tramitación del mismo; 
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vicios de procedimiento que en su mayori a son 

fomentados tanto par la autoridad como por los 

particulares, teniendo desde lLlr-go cada uno d•? el los 

diversas justificantes para dicho actuar; otro problema 

al cual nos cnfrer,tamos es el referente al 

a.ctm.i.n.i../.>Vwli.~~, él cual en ocasiones es e<1uiparado con10 

sinónimo del em6l1Afl6. 

El o~t.14' es una figura jurldica bastant.e 

interesante debido a que su apli.c.ahilidad vnrla 

dependiendo del árf!a, en que se maneje... Para llevar a 

cabo su estudio fue necesario abare: ar diver~as 

doctrinas cuyas ide.as sírvíeron de base par-a poder 

conceptualizar a esta figura. tan c::antrovcrtida.. El 

determinar en qué fase del procedimiento administrativo 

de investigación y audiencia se decretaba el secuestro 

administrativo era una tarea dificil debido a que en la 

legislación aduanal die.ha situación no es muy clara, 

e5to motivo incluso a que en el titulo de la l~~i~ se 

tuviera que agregar una. conjunción copulativa "y'', a 

modo de separación, considerando que en ocasiones 

ibamos a encontrar que el secuestro administrativo ara 

practicado antes de que se llevara a cabo la 
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notificación del inicio del mencionada praced1Rnanto. 

La aplicación de esta medida afecta la P.s~era 

juridica del particular deb1cla a que dentro del marco 

constitucional no se encuentra regula la posibilidad de 

la autoridad de efectuar el secues.tro, y si bten es 

cierto que la Ley Aduanera, su Reglamenta, y el 

Reglamento Interior de la Secretaria de Hacienda y 

Crédito Público facultan a la autoridad par-a c.Jecr·etar 

tal medida esto no es óbice para qu!! dtchos 

ordenamientos vayan más dl lá del c:ontltnido d~ la norma 

constitucional. 
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l.- ANALISIS JURIDICO DEL SECUESTRO ADMINISTRATIVO 

L_:: CONCEPTO DE SECUESTRO ADMINISTRATIVO 

Consideramos importante que en el presente 

apartado se defina a la fi9ura juridica sujeta a 

~studia, puesta qu~ será la base de sustentación en la 

que gravitar~ las diversas comentarios que se formulen 

al respecto conforme a la manera en q·'.e se encuentra 

regulada dicha fiQura en nuestra legislación fi~'-~1 y 

la problemá.tic:a que presenta en el momonto 

decretarse ésta por ·parte de la autoridad en contra de 

las bienes del partic:ulQr. 

Por otro lado, debido que 1 a f i f:.1ura del 

óe.cu.e-:>ltl.:t a.d.mi.o.,i,,:;.VtatWo hu sido poco analizada en la 

doctrina del Derecho Fiscal, empezaremos por remitirnos 

al Derecho Privada en primer término y, con 

posterioridad, lo haremos al Derecho Administrativa, 

para concluir con una noción que sea de utilidad para 

el desarrollo de este trabajo de investigación. 
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De acuerdo con la anler1or, tenemos que 

Rafael de Pi na define al -:::iecu,eoillb como 1 a "provi den et a 

con que se tiend~ a impedir a un deudor <o de quien se 

afirma de que 1 o es) , que derroche o sustra1 ga en dal'~o 

del acreedor (o que se afirma serla) los bienes que en 

hipótesis son objeto de eJecución por expropiación Cy 

que se constituyen en este sentido la garantia genérica 

del crédito>"ll>. 

Por su pilrte, para Joaqu.1 n Escrich~ el 

.oecueoil\4' es el "depósito que se ha.ce de una cosa 

litigiosa, h~sta que $C decida a quien pertenece'' <2>; 

la Enc:1clapedia J'uridica Omeba lo define r:omo la 

"medida cautelar que consiste en la aprehensión 

judicial y depósito de la cosa litigiosa o de bienes 

del presunto deudor a fin de aseQurar la eficacia del 

embargo y el eventual resultado del juicio'1 (3). Entre 

. ( 1) PLna.. Ra.fa.ot de. - D~cci.ono.ri.o dQ> Dvrecho, 

Déci.mocuorla odi.ci.ón a.um•nlo.da y aclua.li.xo.do., Ed. 

rorrúa, s. A., Méxi.co iPfJd, pág. 4:JO, 
( 2) Eacr1.cho, Joaqu! n. - DiccLonarto Ro:z:ono..d.o dG 

13) 

L•9i.1;,lo.ei.Ón y Jt1rü1prud9nctet, S"l'g•Jndn. r'lnmpr4"aión, 

Edlloro. o 1.mpr•soro. Norbajcu:a.tlforni.o JCn••na.do., 
n.c., México 1V74, p.1.g. 1-d~o. 

Enclclopedia. Juri di.ca. ornoba, Pnmera 

Edi.Lori.c;il Dnaki.tl., s. A.. Argentina. tPO<J, 

Z47, vol. XXV. 

odic1.6n, 

pág. 

7 ••• 



diversos autores espaf'fales podemos seNalar el concepto 

que nos da Jorge Carre~as, en el sentido de 

que ••• ''Enter1demos por depó~ito judicial a secuestro la 

lenenc1a de unos bienes muebles o semovientes, 

afectados a una ejecución por p~rsona di~t1nta al 

ejecutante, para guardarlos y retenerlos n disposición 

del Ejecutar hasta que este ordene su entrega a otra 

persana"C4). 

De los anteriores concepta~, tomados del 

Derecho Privado el :l'eo.u.oVUJ- es cmtEndido coma un 

depósito, pera en ocasiones esté llega a confundirse 

con la figura jurídica del embargo. En relación a este 

punto Eduardo Pallares comenta •.• "tanto en la ley como 

en la práctica se emplcia. lü palabra secuestro como 

sinónimo de embargo, pero con más propiedad el 

secuestra implica si empre 1 a e>; i stencia de un dep6si to, 

cosa que no sucede siempre con el embargo" (5). 

Reafirmando esta postura, Fernando Martin Alcaraz, al 

( 4) co..rr•ra&, Jorgo. - E\. .l!:mbo.rgo de bi.orioa. f'r\.moro. 

edi..ci.ón, Joeó Bo11ch-1:dilor .S. A. • Eapafta. t.P:J7, pág 

431. 

(5) Pallarea, Eduardo. - Dtcclonari.o 

Procoaa.l c~vU, D•ci.moqui.nla 

s. A •• wéxi.co 1s>e3, pA11· 71'>. 

du 

F.:dt.c1.Ón, Ed. 
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hablar del embargo, sefía.l a que ••. "En determinadas 

situaciones este aseguramiento consiste en el secue5tro 

de los bienes o sea un depósito Judicial. Resulta pues, 

que embargo y secuestro c1v1les en su ctJncepto se 

emplean como sinónimos en nuestra legislación civil, 

aunque se ha visto existen diferencias er1ormes entre 

una y otra institución, pues el secuestra es 

considerado par nuestra Código Civil como un depósito 

judicial que ~stará sujeta a las resultas del juicio, 

entregándose la cosa secuestrada a la parte que haya 

demostrada tener derecha a ella, en tanto que el 

embargo es una medida de seguridad en cuanta se refiere 

al cumplimiento de una obligación"<6>. 

Carnelutti difiere · grandemente de este 

pensamiento, deb1 do a que cnc:.Ltadra al .,e.:u.c<'IVt.c dentro 

del llamado Procedimiento cautelar, indicando que la 

"custodia preventiva a cautelar toma tradicionalmente 

el nombre de secuestro" (7) .. 

(6) MQrli n Aleara.%, Ferna.ndo. - Confi.cca.eión, oocomi.i;:o :r· 
S•cue•lro Admi.ni.•lra.Li.vo, Toaia Profoai.onal,wéx~co 

1Pc$2, pá.g. 81. 

( 7) Ca.rn•lut.t.1... P"ranci.aco. - Ineli.luc1..on11t• di> 

Ci.vU, Q1 • .n.nla Edi.ci.Ón, Edicion•• 

Europa-América. ArgenH.no. f.POO, pág. ZlP,vol. III. 

Proco110 
Juridu;a.u 
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Ahora bien, dentro del ámbito del Derecha 

Administrativa el ~~ot.:ur toma olro mat.i¡<::, debido a 

que la esencia primordial de esta fiqur-a Vd d ir 

campat;.1inadí1 con el cumpl i mi en to de ~ina ob 1 igac ión 

físc..'"ll, es decir, el paga de los tributus que~ deben 

efectuar tanto las personas f1s1cds como las personas 

morales, de acuerdo a lo establecido por el clr~1culo 31 

fracción IV de la Constitución Política de los Estadas 

Unidos Mexicanos; por tun.to, una formd de qnr-antizar el 

paga del c~édito fiscal lo constituye el sccu~stro en 

la vla administrativ~. 

Para una m€?jor conceptualizacicn de esta 

figura consideramos conveniente hacer la cit~ de 

diversos autores adrninistrativistas y .fiscalistas y lo 

que cada uno de ellos entiende por óccu~vi~, para. 

posteriormente hac.er una apreciac:16n más completa que 

nos pueda servir de base en mater·ia aduanera. 

Miguel Fenech establece que el oecu.Mll\.q es 

la 11 ejec.uci6n fOt""ZOfia 1 tendiente a lograr la 

satisfacción del acreedor cuanao no lo ha conseguida a 

través de la prestación del deudor, y es necesario 
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conseguir aquella satisfacc16n, independientemente de 

la voluntad del obligado y venciPndo todu nu contraria 

voluntad''CB>; Sergio Francisco de la Ga~·z~ indica al 

respecto que estó es "una institución prtlcesal mediante 

1 a cual se sujelan bienes de 1 a responsabilidad de una 

deuda ven~1da y no satisfecha, garanti2~ndula i1lcluso 

cuando se trámita la prop1 edad de los bienes 

embargados"(9); por último, Germ~n Alejandro Guerrero 

Castel!, siguiendo a Francisca l_erdo de T~jada, ~r11aJA 

!legur1dad o 

providencia que emplea la autoridad en vl a de urgencia 

para lograr el cumplimiento cJe la oblig.u .. ión fiscal, en 

virtud del incumplimiento de un mandcitO o imposición 

ya que dur·ante el término lerJal no se tia hecho efectivo 

un derecho del fisco- o bien, para evit.ar que el deudor 

oculte o dilapide su~ bienes ~n p~rJucio d~l patrimonio 

del Estado"(lOJ. 

(8) Fonech. Miguel. - Derecho rroco•al Tribulo.ri.o, 

Pri.moro odieión, Li.t:--od..:. lJuach, S:mpaiia. 1D4P, pc\9. 

t2. 

(9) oar:za, Sorgi.o Fro.nci .. co dtt lo. - Derecho P"ino.nct.•ro 

Mexi.ca.no, Docimocuarla Z:dlci.Ón, Ed. Porrúa, s. A. 

México J.OOd pág. 07?. 

(10) Ouerroro ca.alolt. Oormán AloJandro. - I!:l socuealro 

d• bi.eno11 on lo. vi a admi.ntalrati.va. para 

ga.ranli.za.r •l i.nl•réo fLacat, ProrarJtonc.t. 

Máx~co 1P00, pág. 4::1. 
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En palabras de Jesús Alberto Sánchez Gonzál~z 

se puede definir al o .. ~o.u:'iV'tc:r 

como la. "Uespasesi ón de un b len, r·eal 1 z. a.da por· la 

autorid~d administraliva- i1scal, ~ uni• o~rso~tl fls1ca 

o rnar~l ~\Je haya sido previamente requerida de pdgo con 

motivo de un crédito fiscal, •' fin de g~ra11ti7ar la 

efectividad de dicho crédito, designándo5e, en el 

momento de realizarse dicha sec.uest,.-o un 

depos1tario''(ll). 

El Código Fiscal de la Feder«-:lc:.1.0n vigente 

hastd el ano de 1982, comprendla un capitula especifico 

denominado en cuyo 

articulo 112 fracción IV se esta.blecla que operaba: "El 

aseguramiento de bienes en la via udministrativa de 

ejecución .•• IV.- Cuando, al realizarse actos de 

inspección se descubran negociaciones, vehiculos u 

objetos, cuya tenencia~ producc:.ión, explotación" 

captura, transporte a importación deba ser manifestdda 

a las autoridades fiscales o autorizada por ella, sin 

( l !l oonzá.lez. 

Admini.ulra.t.i.vo, 

pág. 70. 

T•ni.n 
Alberto. - El 

Prohusi.onol, MÓxi..eo 

Secuor;¡t.ro 

U>tJ1, 
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que se hubiese curnpl ido con l Ct obligación 

respec:tiva 11 (12). Cuando se plantf?itlo 1 f'""lr> • .• upuF-~·stc1 ~H 

proc:edia al secuestro inmedia11 1 d1 cha~; 

negociacionr,_•s, vehiculos u objetos. ?ltJL111d,-•Hto en lo 

anterior, Jesús Al berta SAnche;.'.' GonzA l f:'"L a.firma ..... 11 esa 

es una providencia. de soberanic:t qui.• f.au1lla la 

administrac:i6n pública, la que .iunto con una 

declaración de certeza de flagrante 

descubrimiento del ir1cumpl1mient.o ele obl igAcionaG 

fiscales.. En este supuesto queda enc.:uadr·add ¡._, materi.~ 

de aduanas y registro federal de:- VE:>hlr.11lr1s dandi? se 

secuestran continuamente mercanclas y vehiculos 

respecti vamenta para asegurar el intPt-dtos f i ~:>e.al .. ( 13>. 

Resulta interesante tal t: ue::-.t.i ar.a.mi en to., 

tomando en cuenta que en el díspositiva legul anteti 

citado se daba una intervención más clar"a d. la malcu·1a 

aduanera, cosa que actualmente no pr·eci sa; 

independientemente a toda ello. debe quedar claro que 

el .o~~ .ui. la. uia. ~t'Ul.dua. gira. en torno ""-

( 12) código Fiaca.l do la. Fodero.c\Ón, vigéG\ma novono. 
od\ción, Ed. Porrúo., s. A., México 1P01, pág. Gd. 

(13) sánch•:~ op. ci.t., .pá.g. 77. 
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la salvaguardd que se haga del interés fiscal, es 

decir, que 1 a. finalidad del secuestra c.onsi ste en la 

"afectación legal o voluntaria de biene•::. muebles p;.r.a 

que el producto de ~u venta se aplique ~l pago de lA 

deuda que IJdrantiza en el caso de que el deudor no 

cumple. con su obl1qación de cumplirla"(l4) 

Por lo que se refiere a la milteria aduanera 

el ót".cue~~ es considerada como una de 1 a.~ formu.Jj. de 

afectación aduanera, entendiéndose coma la "facultad 

del Fi sco-Aduana5 para di spuncr de i a.s rner c . .inc:.1 a.~ 4ue 

na han satisfecha oportunamente el puga de los 

derechas, impuestos y demAs. gravámenes adeudados c:on 

ocasión de su paso a través de 1 as franter'a.s del 

territorio aduanero" ( 15). Esto ví ene aunada a que 1 o 

que responde directa y preferentemente por el 

cumplimiento de las obligaciones y créditos fiscale~ 

que se generan por el acto de entrada y/o salida del 

territorio nacional, son las mercancias, esto lo 

( 14) 
(15) 

Ouerrero, op, 

co.rvo.ja.l, 

•di.ei.ón. l!:d. 

ci.t... pág. 

Máxi.mo. -
Porrúa, s. 

40. 

Derecho Aduo.nero, Segunda. 

A .• Méxi..co :tPSCS, pá.9. 901' 
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encontramos inclusa previsto en el articulo 45 de la 

Ley Aduanera. 

Esta es la parte 4ue consideramos vuriantc en 

el á.mbi to aduanero, ya que el o~c~&u:t es 11 evado a 

cabo como una medida cautelar, en tanto 18 autoridad 

comprueba. que las personas fi!>1cas y murales han 

cumplido can sus obligaciones fiscales~ Aqui el pago 

del tributo no e~ lo único que se tra.lar~ de verificar 

sino tan sólo es uno de los diversos requisitos que el 

contribuyente debe de observar para que lo autoridad 

este en aptitud de dar por satisfechas las obligaciones 

y los créditos fiscales a car~go da los particulares. 

En pá.rrafo anteriores sei"iala.mos, que an la 

doctrina civilista el ~ccu..c~l'"Ui' e~ utilizado como 

sinónimo de Embargo, detalle que ocurre también en 

materia aduanera. Petra comentar tal 5ituación, 

ccnsiderümcs importante hacer notar , que en :.i.mb1 to 

administrativo-fiscal~ el .... encuadrado 

dentro del denominado Procedimiento Administrativo de 

Ejecución, como una de las formas de hacer efectivo el 

crádito fiscal en caso de incumplimiento por parte del 

particular. 
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Para que pueda d~r inicio dict10 procedimiento 

debe de haber, por un .1 ado, un crédito fiscal 

determinado el cual ha sido previamentf..~ requerido de 

pago y, por otro encontramos que una vez hecho e>:igible 

el crédito y si el particular na presenta 

voluntariamente a hacer el pago, surge entonces el 

problema de cómo el Estado o Fisco deberá de proceder 

para obtener la satisfacción d~ dicha obligación, es 

aqul donde .g,e apl i c.;:;.rá. la. conocida "'i!J8Cl.Lción.. :Jl'tf'L¡.t7óQ,'' .. 

Apoyándona5 en Fernando Mar t! n Al caraz 

trataremos de centrar esta idea. en las siguientes 

lineas ••• 11 El Estado lleva a cabo el cobro de~! impuesto, 

asl como de las medidas que adopta para a~cgurar ~u 

realización, no en usa de una facultad sometida al 

régimen de derecho privado, sino en ejercicio de un 

conjunto de atribuciones que las leyes impositivas 

reglamentan y que indiscutiblemente tienen el carácter 

de autoritarias en cuanta a que son claras 

manifestucionc~ de la má.s alta sobera.n1 a del 

Es.tado
11

(16). Es asi coma puede justificarse la postura 

( 16) Mo.rli n. op. c:U. • pág. so. 
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del Estado para efectuar el cobro del crédito fiscal en 

caso de incumplimiento. 

Ahora bien, regresando al comentario 

original, en materia aduanera el oecu..e.ol-1.4' es 11 evado a. 

cabo más bien como una med1dt.l cautelar, en tanto la 

autoridad comprueba que el particular a dado 

cumplimiento a las obligaciones fiscal~s que la misma 

Ley Aduanera prevé llegando asi a considerar que es mAs 

bien dentro de las facultades de fiscalizaci6n en donde 

se puede ubicar a dicha figura jur1diCc'l. 

Par otro lado, Sergio Francisco de la Garza, 

serfal a que· el "oecu,.e,oV""" puede realizar se con fines de 

ejecución de un crédito fiscal qUe no ha $Ído pegado 

afirmando por tanto, que dicha f1gura juridica es uno 

de los más eficaces medios de apremio para el 

cumplimiento de las obligaciones tributarias, sin 

embargo, puede producirse el secuestro, no para hacer 

posible el pago del crédito en la via forzosa, sino 

para impedir que se continue cometiendo uru1 violación a 

la ley, en cuyo evento el secuestro de los objetos 
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tiene la naturaleza de un medio de a.premio por 91 

mi smo 11 
( 17) . 

Como corolario de todo lci hasta aqu1 razonado 

y para efecto de continuar c:on el desarrolla del 

presente estudio de investigación, se debe de tener al 

secuestro administrativo como aquella medida cautelar 

que decreta la autoridad hacendaria cuando presume que 

no se han cumµlidn con las oblígaciones fiscales en 

materia de importación y que subsiste hasta en tanto se 

resuelva el procedimiento especifico que establece al 

respecto la Ley Aduanera. 

( 17> oo.rza., op- ci.l.., pá.g. 70d. 
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2. - NATURALEZA JURID!ffi 

AQl1IN!STRATIVO. 

SECUESTRQ 

Tal como ya quedo expuesto en el punto que 

antecede, el -:>ecu.e.ól-18 de mercancl as o vehi culos en 

materia aduanera es una medida precautoria o cautelar 

que. decreta la autoridad hacendaria, tomando en cuenta 

el interés que tiene en que se de cabal cumplimiento a 

las obligaciones fiscales que se disponen en la Ley 

Aduanera y las cuales se rr;l.:::icionan intimam¡;mte can un 

procedimiento especifico contemplado por el mismo 

ordenamiento legal a través del cual se determinará la 

responsabi"lidad de los particulares, este procedimiento 

es el denominado Procedimiento 

Investigación y Audiencia. 

Administrativo de 

Asi tenemos que el ~ecu.eo.tll..a' 

es un acta de molestia, él cual es realizado bajo dos 

mcda.l1dades dependiendo del mornenlo en qu~ é!:ite i:;c=.;i 

efectuado por la autoridad hac:endaria competente en el 

citado procedimiento administrativo, dichas modalidades 

sen las de provisional o definitivo. 
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SE1 debe hacer- notar que: en nuestra 

legislación aduana! vigente existe una confusión de 

fondo por lo qtJe respecta a la regulación tanto del 

.ouu.eoltl..o- como del em.!Jcvtg.(1 ya que conforme a lo 

previsto en el numeral 123 del ordenamiento en comento 

se establece en lu fracción III que la autoridad deberá 

de proceder al embargo de las mercancias extranjeras 

cuya legal importac:1ón o estancia en l'?l pals no se 

compruebe y siempre y cuando se den los rl:'quis1tos que 

para el ca5o prevé la fracción IV del mismo numeral, en 

esta se sef"ial a que s1 el v.:i.l ar de las mercancl as no 

excede de treinta mi 1 pesos., y el tenedor o prapie?tario 

de 1 as mismas demuestra tener en el pai!'\ casa 

habitación o un lugar fijo en el que? desempef'S:e ur1a 

actividad permanente, se le nombrará depositario de las 

mismus. 

Sin embargo~ en la fracción siguiQnte se 

establece que cuando el valor de las merc:ancias exceda 

de treinta mil pesas, y el tenedor o propietario de las 

mismas no demuestra tener en el pais casa habitación a 

un lugar fijo en el que desempeNe una activid~d 

permanente e se trate de mercanc:las de impartac:i6n 
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prohibida o restringida 1 a autoridad proceder.:\ A 

secuestrar dichas mercancías asi como las medios de 

transporte en que éstas sean conducidas, hac í en do desde 

luego constar en un acta las circuostancids y las 

condiciones de las mercanclas en el momento de ser 

aseguradas por la autoridad. 

Lo anterior significa qu~ el tratamiento que 

la Ley Aduanera les da a las figur:-as del 

~tlul.tWtr y Q} ~<l/LO<f' es en esencia el de meras 

medidas precautorias y cuyas difersncias van a radicar 

esencialmente en los requisitos que se establecen en 

la& fracciones IV y V del articulo 123, rnh.s no 

propiamente lo que la doctrina tanto de Derecho Privado 

como de Derecho Público han establecida para ambas 

figuras juridicas. 

Por lo que corresponde al embargo dentro del 

Ambitc fiscal, éste es considerada como una medida par~ 

garantizar el cumplimiento de las créditos fiscales 

determinados y que el particular no ha cubierto, en 

otras palabras, podemos definir al embarga como aquel 

acta que se ej~cuta con la sustracción de bienws del 
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deudor con la 5imple finalidad de satisfacer el 

cumplimiento de una deuda. 

En relación a dicha figura, ésta se encuentra 

prevista en el articulo 145 del Código Fiscal de la 

Federación de-ntro del denominado Procedimiento 

Administrativo de Ejecución , si~nda llevada a cabo de 

manera ejecutoriad~ cuando a juicio de la autoridad 

hubiere peligro de que el abl i .. ,iado se ausen'Le, endjenc 

u oculte sus bienes o r-~alice cualquier maniobra 

tendiente a evadir el cumplimiento del crédito fiscal, 

debiéndose hacer notar que esto seria antes de la fecha 

en que dicho crédito este determinado o sea exigible. 

Como se puede desprender de lo anterior la 

figura juridica del embargo se encuentro relacionada 

con el cumplimiento del pago del crédito fiscal 

determinado o a punto de determinarse, con mayor 

razón, en el caso de que se exija el pago de los mismos 

cuando no hayan sido cubiertos o garantizados dentro de 

los plazos set'l:aladas por la Ley se hará efectivo su 

cobro a través del ya citado procedimiento 

administrativo de ejecución, lo que implica 

naturalmente un embargo precautorio. 
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Por lo que concierne al 

éste constituye la desposesión 

provisional de un bien en tanto se verifica por parte 

de la autoridad, " travós del procedi mi en to 

administrativo de investigación y audiencia, el e~acto 

cumplimiento de todas las obligaciones inherentes a la 

importación de mercancids de comercio ext~rior, lo cual 

se encuentra a resultas del citado Procedimiento. 

En este orden de ideas el legislador tomo en 

consideración la verdadera naturalL•z.a juridica dt!-l 

o~t.'\4' ~~tt, tal como la podemoe encontrar 

en el contenido del articulo 123 fracción V da la Ley 

Aduanera, ·la cual ya ha sido comentada en pArrafos 

anteriores de éste apartada. Sin embargo el legislador 

desnaturalizó a la figura del wm~arga al con~id~rar a 

contrario sensu el contenido de la fracción V del 

citado precepto legal, puesto que se dice qu~ se 

embar9arán las mercancías de procedencia eMtranjera 

cuya legal introducción o Estancia en el pa15 no se 

acredite cuando se haya llevado a cabo la vgrificación 

en transporte. 
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ATRIBUCIONES AUTORIDADES 

HACENDARIAS fil[ MATERI.fl. Q!;; SECUESlHQ 

ADMINISTRATIVO. 

Con base en lo establecida por el ar·ticulo 89 

fracción I de la Constitución Politíca de los Estados 

Unidos HE><icanas, corresponde al Poder Ejecutiva la 

facultad de promulgar las leyes que expida el Cangre5o 

de la Unión proveyendo en la esfera administrativa a su 

exacta observancia. En relación a esto, el articulo 90 

del mismo ordenamiento est .. 1blP.c:e que para el despacho 

de los negocios administrativas del Gobierno Federal 

e><istirá el número de Secretarios de Estada que 

establezca el Congreso de ld Unión a través de la 

expedición de una ley, la cual se encargará de 

distribuir los asL1ntos que estarárl a cargo de cada 

Secretaria, es decir, que la Administración Pública 

realizará sus funciones con base en las atribuciones 

que las leyes le concedan, y las cuales van a ser 

llevadas a cabo par medio de aus. .:\of)enteo'!J .. 

La ley a la que se refiere el articulo antes 

citado es la denominada Ley Orgánica de la 
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Administración Pública Federal, la sef'!ala 

espec! ficamente en su precepto núme1- o 31 frucc.:iun~s V y 

VIII que compete a la Secretaria de Hacienda y Crédito 

Público entre otras, las sigltientes fur1ciones: 

a) Dirigir los servicios aduanales y de 

inspección y policla fiscal federal; y, 

b) Practicar inspecciones y reconocimientos 

de existencia en almacenes, con objeto de 

asegurar el cumplim1enta las 

di5posicianes fiscales. 

Sobre el particular, cabe seMalar que el 

Titular de dicha Secretaria no podr!a solo realizar 

todos y cada uno de los actos que establece la citada 

Ley, sino que forzosamente tiene que contar con los 

colaboradores necesarios para desarrol 1 ar SU5 

funciones. Los órgano5 mediante los cuales ejercita su 

actividad la mencionada Secretarla son los que ir1dican 

las leyes correspondientes y las facultades de estos 

organismos, como son cuestiones de competencia, tiene 

que estar determinadas en las leyes, pues es sabido que 

la competencia no se deduce, sino que se debe constar 

eKpresamente en la legiGlaciÓn especifica. 
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Todas los problemas de competencia deben de 

resolvers~ a la luz de una norma de contenido claro, 

que no deje a dudas sobre el peder de la acción, sobre 

ld posibilidad de actuación que tiene el funcionario 

que trata de llevar a cabo un acta~ 

Dentro de lo~ dispositivos gue forman la Ley 

Orgánica de la Administración Pública Federal se 

establece que al frente de cada Secretaria habrá un 

Secretaria de Estado, él cual para efectuar el de5pacho 

de las asuntos sa auxiliará de lo~ funcionarios que 

establezca el Reglamento Interior de cada Secretarla, 

asi coma otras disposiciones legales para estos casos 

procurando que el desempe~o de sus funcione5 vaya 

acorde con los lineamiento5 que la ley establece y la 

situación requiere. Los titulares de las Secretarias 

de Estado, a quienes corresponde el trámite y 

resolución de las asuntas de su competencia, podrán 

delegar sus atribuciones en funcionarios inferiores, 

excepta de aquéllas facultades que por disposición de 

ley o del Reglamento corre$pondiente, deban de ser 

ejercitadas precisamente por las titulares. 

El anterior Reglamento Interior de la 
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Secretarla de Hacienda y Cr-édi to PúbJ ico, publicado en 

el Diario Oficial de la Feder-acíón el 17 de enero de 

1989, contemplaba en su articulo 80 tracción XXVI las 

atribuciones de que gozaban la D1recc1ón General de 

Aduanas, sin embargo, para poder delimitar dichas 

atribuciones y tomando cama fundamento el último 

párrafo del citado articulo, encontramos qu .. la 

Dirección de Inspecc:i ón Aduanera, como parte clUx i 1 i ar 

d~ aquella Dependencia, también se encor1traba facult~da 

para poder 11 evar a cabo el oec.1.l~tll.O" 

as! cama los demá.s actos que van compaginados con óste, 

conforme a la establecida en el numeral 82 fracción IV 

del multicitado ordenamientoª 

En efecto, en los t"órminos del invocado 

ordenamiento Reglamentario le , correspandia .. la 

Dirección General de Aduanas el ordenar y practicar la 

retención. l:!mbargo o óf..CU.s>Atlur de las mercanclas de 

comercio exterior. incluidos los medios de tran~µort~ 

en que estas fueran conduc1das, as! como lo~ vehículos 

cuando legalmente procediera. Además en el último 

párrafo del articulo 80 que nos ocupa, se dice 

expresamente que tal Dirección estar~ a Cdrgo de un 

Director General. quien para el despacho de los asuntos 
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se auxil1arA de los Directores de Politicb Aduanera; de 

Inspección .-iduanE>r ~1; de Res.guardo Aduana.!; de Uper·ac i. ón 

Aduanera; de Procedimientos Legales; de Registro y 

Control de Almacenes y VehlcL•lo~; de Lahoratorio 

Cenlrdl: y, de Técr1ica Operativa, as! también por el 

Jefe de la Unidad de Información, Contabilidad y Glosa, 

por los Comandantes de Jefatura de Zona de Resguardo 

Aduandl y por et personal de vistas, de inspección y de 

Vlgi l..-"l11Cl a qu~ considerara neces.:trio para el 

cump1 imiento de su'S atribucionns y !~ll mejor descmpef"ío. 

Como ya se apunto en lineas anteriores, tanto 

la Dirección General de Aduanas como la Dirección de 

Inspección Aduanera eran las autoridades competentes 

para ordenar y practicar el oecu.eol'W' de la~ mercanclas 

de comercio exterior, incluidos los vehiculos o medios 

en que se transportaban. 

Con independencia a to ~nt~riar 1 Pl titulo 

sexto de la Ley Aduanera en vigor denomina 

11 Atribuciones del Ejecutivo Federal y de la!> 

Autoridades Fiscales" en su capitulo Unica, articula 

116, se establecen las facultades de la Secretaria de 

Hacienda y Crédito Público en esta materia, además de 
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las que le confierdn el Códign Fisc:a:l de-• la Federación 

y otras leyes. En la fracción IX del numer-al en comenta 

se consigna la atribución para oe.c."1..L.-eOl'Ul/'I,, dentro de 

los lugares y zonas de v1gilancia precisadas en la 

fracción que le antecede, es decir, los r~cintos 

fiscales y recintos f1scal1zados, aguas terr1tortdle5 y 

playas marítimas, zona eco11ómica eKclus1va adyacente al 

mar territorial, aeropuertos, en una franJa. de 

doscientos kilómetros de ancho paralela y ~dyAcente a 

las fronteras y en otra de cincuenta kilómmtros de 

ancha paraleld y adyacente a dichas playas, l~s 

mercancías y los medias de transporte en que e~ta~ sean 

conducidas, en los casos y con los requisitos a que ne 

refiere el· numeral 121 del ordenamiento en comento .. 

Por lo que se estipula, a la fracción XII la 

autoridad hacendaria tendrá la facult~d de 

las mercancías y medios de transporte fuera de los 

lugares y zonas de inspección y vigilancia permanente 

cuando estas sean descubiertas mediante verificación 

que se haga de las mismas durante su transporte y cuya 

legal importación o estancia en el pa!s no se acredit~, 

esta fracción se encuentra relacionada con el articulo 

123 fracción V del mismo ordenamiento legal~ 
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Par.a precisar- lo dnt.e~. ~e!íald.dO y ~~ mayor-­

abundamiento el artir:ula 169 del Reglamtó'nto de la Ley 

Aduanera establec1~ en su fracción II que es campP.tencia 

del personal del Resguardo Adli~nal efectuar el 

óccu.ot"'..-0l-l4' de merc:anci as y de 1 os medios d1.! transpor tl::' 

en que SP. conduzcan, en los lugar~~s y zonas de 

inspección y vigilancia p!!!rmanenle en los casc1s y con 

las requisitos a que se refiere el art1culo l21 de la 

Ley Aduanera.. f\<;;;,im\smo, 1~n su fr;..cción I I I se le 

confieren atr-ibucianes pdra verificar en transporte la 

legal importación a tenencia. de .nerc;.anci as de 

praced~ncia extranjera y para prr:!ceder en su c.1so .:i 

embargar 1 a o e>CC'l..U:~tl'J.all.ta,....) .. 

Lo curi o-;.a de este precepto es de qur.: no fue 

reformado a pesar de que en el Reglamento Interior de 

la Secretaria de Hacienda y Crédito Público confor1ne al 

último Decreto por el cual se R~forma, Adiciona y 

Abroga Di versé\s Di sposi cienes del mismo, publicado en 

el Diario Oficial de la Federación el 4 de enero de 

1990, la Dirección de Resguardo Aduanal cambia de 

denominación por ld. di: Oir·ec:ción de Poiicia J-=1sctü 

conservando en su mayoria las atribuciones que se le 

confieren en el articulo 83 del citado or·denamien~o. 

30 ••. 



De lo comentado ne cor1cluye 1 que t1asta el 4 

de enero de 1990, las ún i e 1s autor i d"1des; compelen t pe.; 

para ordenar y practicar al -::Jé!.cu..eol!l.'1 de merc:anc1 as y 

de los medios de tra.n~porte en que esta~. fueran 

conducidas, asl como los vehiculos de procedencia 

extranjera cuya introducción, estancia o tenencia no ~e 

hubiese comprobado conforme a las di spot,¡i ci one!J 

ccriducentes eran la Dirección de Inspección Aduanera y 

la Dirección de Resguardo Aduandl, amba5 int~gr·c1ntes; de 

la Dirección General de Aduanas depandiente de la 

Secretaria de Hacienda y Cródi tu Público, cabe 

aclarar que qui en rnateri al mente 1 l 1-...>va a cabo el 

ejercicio de dichas facultades <Jon lu5 empleados. qu• 

conforman a cada una de las 

mencionadas. 

dependenr:ia5 antes 

Una vez asentado lo anterior, se debe decir 

que con fecha 28 de diciembre rle 1989 se publico r~n el 

Diario Oficial de la Federación la Ley que Establece, 

Reforma, Adiciona y Deroga Diversas Disposiciones 

Fiscales y que Adiciona la Ley General de Sociedades 

Mercantiles de la cual se deben destacar diversos 

puntos que san interesantes para efectos de efite 

estudio. 
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Primeramente, se adiciond con un último 

párrafo el articulo 30 de la Ley Aduaner·a, en el que se 

establece que para los efectos de la misma se entienden 

por autoridades aduaneras las que de acuP.rdo con el 

Reglamento Interior de la Secretaria de Hacienda y 

Crédito Público tengan competencia para ejercer Jas 

facultAdes qua dicho ordenamiento les confiere. 

De ec;:;.ta se desprende que aún cuando una 

autoridad hacendaria que no pertenezca propiamente a la 

Dirección General de Aduanas puede encontrarse 

facultada por disposición del multicitado Reglamento 

para ordenar y P.racticar el o4?Cu.eo~ 

tanto de las merr.ancias como de los vehiculas y medio9 

de transporte en que se conduzcan. 

En efecto, con fecha 4 de enero de 1990 se 

publicó en el Diario Oficial de la Federación el 

Decreto que Reforma, Adiciona y Abroga Disposiciones 

del Reglamento Interior de la Secretaria de Hacienda y 

Crédito Público en el cual reestructura 

principalmente el área de fiscalización. Asi las casas, 

en la reforma al articulo 65 del ordenamiento legal en 

cuestión se regresa a la antigua denominación de 
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Dirección General de Audi tari a Fiscal Federal, 

concediendo en la fracción XI-BIS atribuciones para 

ordenar y practicar la retención, persecución~ embargo 

o -o-e.cu..e.oVut de mercancias del comercio ext~rior o sus 

medios de transporte, asi como notificar el inicio del 

procedimiento adminiDtra.tiva ct .. investigación y 

audiencia en materia aduanera, cuando éste tenga origen 

en una visita domiciliaria, asi como tramitar y 

resolver dicho procedimiento. 

Para el ejercicio de 6stas facultades la 

Dirección General de Auditoria Fiscal Federal se 

auxiliara de las Direcciones úe Auditoria Fiscal a 

InstituciOnes de Crédito; de Auditoria Fiscal a 

Intermediarios Flnancieros No Bancarios; de Auditoria 

Fiscal a Intermediarios del Morcado de Valores; de 

Auditoria Fiscal .. 1 Entidades Paraestatales; de la 

Dirección de Auditoria Fiscal Integral; de Auditoria 

Fiscal a Renglones Especificas; de Auditoria Fiscal de 

Gabinete; de Auditoria de Dictámenes; de la Dirección 

de Asuntos de Defraudación Fiscal, en los términos de 

los articulas 65 último párrafo, 67 fracci~n X, 68 

fracción X y 69 fracción X del Reglamenta Interior 

antes seM:alada. 
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Por lo que atane a la Dirección General de 

Aduanas en el articulo 80 fracción XXVI, del Reglamento 

Interior vioente para el ano de 1989, est~ era 

competente para ordenar y practicar la retención, 

persecución, embarga o ó'..ct..U<>tl\.O" de 1 a~ mercancl as de 

comercio e)(teriar, incluidos los voh1culos, o sus 

rnsdios de transporte, cuando legcllrnente procediera, sin 

embargo a partir del 5 de enero de 1990, dicha facultad 

quedará contemplada por la fracción XVII del mismo 

ordenamiento legal. 

Otra modif icac:ión que afectó a una de la 

dependencias integr.antes de la Direr:ción General de 

Aduanas es la referente a lri Dirección e.le Resguardo 

Aduana! debida a que para el aria de 1990 !::ambia de 

denominación par la de Dirección de la Polic1a Fiscal 

cuyas facultades las encontramos establecidas en el 

articulo 83, siendo importante para los efectos del 

tema a estudia las conferidas en las fraccioneE 111 y 

VI. Por lo que respecta a la fracción III del precepto 

en comento se estipula que la Dirección de la Policia 

Fiscal practicará la verificación de mercancias de 

comercio exterior en transporte, incluso la referente a 

vehiculos de procedencia extranjera en tr~nsito; los 
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Uemás actos de vigilancia para ccrciorarsCt d•l 

cumplimiento de las disposiciones legales en materia de 

manejo, transporte o tenencia legal de dichas 

mercancias y vehículos y, en su c•sa proceder a la 

retención, persecución, embargo o -o~Vl.<r de las 

mismas, de los medios de transporte v de los oropios 

Vehiculos, as! como llavar a cabo la prevención d• 

ilicitos aduaneras y la vigilancia y custodia de los 

recintos fiscales y de los bienes y valor•s an ellos 

deposi tado9i. 

La fracción VI del rmformada articulo 83 

seNala que la mencionada deprendencia aduanara pondrá en 

conocimiento de la Dirección de Procedimientos Legales, 

lo5 resultadas de sus actuaci enes en caso de oec'tU<:ltll.4 

de mercancías de comercio exterior, de 5U9 medios de 

transporte a de los vehiculos, para quff' ante la misma 

se tramite y resuelva el procedimiento admini5trativo 

de investigación y audiencia. 

De todo lo antes mencionado es fAci 1 

advertir que para el 5 de enero de 1990 las autoridades 

competentes para ordenar y practicar el 

~Vul..tiu& de mercancias y vehlculos o medios de 
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transporte en que se conüuzc~n son entr~ otras la 

Dirección General de Auditoria Fiscal Federal y la 

Dirección General de Aduanas a través de li>S 

dependencias ya apuntadas en párrafos anteriores. 

Otras de la dependencias que ~e encuentran 

facultadas para ordenar y practicar la retención, 

persecución, embargo o el secuestro de mercancías 

comercio exterior o sus medios de transporte son las 

Administraciones Fiscalem Federales y Aduanas conforme 

a la establecido en la numerales 129 fracción XXII BIS 

y 131 fracción XI del multicit~da ordenamiento l~gal. 

Consideramos importante comentar de manera 

breve el tratamiento especial que se aplicaba al 

ouu.eotll4' de vehiculos o medios de transporte de 

mercancias extranjeras que era regülado 1 por la ahora 

abrogada Ley del Registra Federal de Vehiculas, en el 

contenido de los articules 42 a 52. De la lectura de 

los citadas preceptos ge desprende que la autoridad se 

encontraba facultada para realizar aquellos actos por 

los cuales se comprobar.:i la legal estancia en el ¡:;~is., 

asi como la inscripción de los vehiculos en el 

Registro Federal de Vehiculos. 
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II.- ANALISIS JURIDICO DEL PROCEDIMIENTO 

ADMINISTRATIVO DE INVESTIGACION Y 

AUDIENCIA. 

1.....::. CONCEPTO DE PRQCEDIMIENTQ f\ID:UNISTRATIVQ, 

En virtud de que el objetivo primordial de 

este trabajo de investigación consi~t.e ~n realizar un 

estudio de la figura Juridic:a d .. l sec:uestro 

administrativo y la relación que Quarda c:on el 

y procedimiento adminintrativo de inve9tigaci6n 

audiencia en materia aduanal, es ·importante comentar en 

este apartado la que se entiende por procedimiento 

administrativo en general tomando en cuanta para ello 

diversas conceptos que aportan en este campo diversos 

autores tanto nacionales cama extranjeros. 

Para el maestro Gabino Fraga, el 

procedimiento administrativo es el 1'conjunto de actos y 

formalidades que prec:eden y preparan el acto 
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adm.inístrativo"CJ8)j Andrés Serra Hojus opina qu~ dicho 

procedimiento esta consti~uido por "un conjunto de 

trámites y formalidades -ordenaaos y metodizados en las 

leyes admin1str-ativas-, que determi·nan los requisitas 

previos que preceden al acto ~dministrativo, como su 

antecedente y fundamento, los cu~les son necesarios 

para su perfeccionamiento y condicionan su validez, al 

mismo tiempo que para la realiz:üci6n de su fin" (19). 

Por su parte, Alfonso Nava Negrete define al 

procedimiento administrativo como el "medio o via legal 

de realización de actos que en forma directa concurren 

en la producción definitiva de los actos en la esfera 

de la administración 11 <20). 

Francisco López-Nieto y Mallo, autor espa~ol 

considera al procedimiento administrativo como el 

( 18) Fraga, Qobi.no, - Dcrrecho Admlnlulra.livo, Duodóci.ma 

•dLci.Ón, Ed. Porrúa., S. A. , Néxlco iP<JO, pág. 20:1. 
( 19) S•rra Rojo.o, Aodréro. - Derecho Adminuolra.li.vo, 

(20) 

DÓcimot•rc•ra .¿i,ciÓn, ICd, Porrúa., S. A., Wihclco 

1'>0:J, pá.g. ;:::;4, 'i'omo J.. 

Nova Nc:tgrc.to, Alfonso. - Dorocho 
Admlniatra.ti vo, Pr\.morn edición, B:d. 
wéxlca i~P. pág. 7d, 

Proco111al 

Porrón, S, A., 
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"cauce legal que los órganos de la arfmin1stración s~ 

ven obligados a seguJ.r en la realiz:ación de sus 

funciones y dentro de su competencia respectiva, püra 

producir los actos administrativos"(21>; por último en 

breves pal abras otro autor espaf't'ol , Eduardo Garc:1 a de 

Enterria, nos dic:e que el procedimiento administrativo 

constituye 11 el modo de producción de los actas 

administrativos''(22>. 

Independientemente a esto, en el ano de 1982 

entro en vigor la denominada Ley Adu!!.nera l..'.l cual ca.ur;o 

gran polémica en el medio, debido a los múltiples 

cambios que ocasionaba su aplicación tanta para los 

particulares como para las autoridades. En aquél 

entonces hubo diversos comentartas en torno a este 

dispositivo legal que supliria al Código Aduanero, 

dentro de dichos camnenta.rios queremos hacer referencia. 

al siguiente: "En la redacción de la Ley Aduanera y de 

su Reglamento, se emplean términos y conceptos 

(21) LÓp•:z:-Ni.•lo y Mallo, Franci.uco. - El rrocodi.ml•nlo 

Admi.ni.atrollvo, Primero •¿letón, Jo-.á Na. Do•ch 
Edi.lor, Eapa.f'ra 1P<IO, pá.g. Zl. 

<22) oa.rcia. d& :cntorrf a, Edua.rdo. - curuo d• 
Admlni.11Lroti.vo II, cuortG reimpra•lÓn, 
civi.taa, J!:aparl'o. 1PCld, pág. DS2. 
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generalmente aceptados por la doctrina y utilizados en 

los demás or'Lienamientas fiscales federales, de acuerdo 

con l.a regla de SHnci l lez que postula hdcer las normd.s 

aceptables para el especialista y accP~iblPs a las 

particulares, se establece el procedimiento 

administrativo de investigación y audi¿ncia, 

non1bre denota, por un lado., el carácter oficioso de las 

facultades nece5arias de c.:omprabación y, por el otro 

lado, el respeto que se tiene~ los gobernados''f23>. 

Por éste y otros cament~rins similares se 

llegó a pensar que dicho ordenamiento simplificarla y 

mejorarla las diversas actividades aduaneras, sir1 

embargo en la práctica cotidiuna esto no acurr\6 asi, 

debido a que la regulación de determinadas figuras 

jurídicas, entre ellas el procedimiento en comento se 

hizo de manera ambigua., ocasionando con ello que tanto 

la autorida.d como los particulares aprovecharan las 

situaciones en beneficio propia., asi encontramos que la 

(23) Ya?Ívz Franco. co..rloG. - Conwnt.ari.os sobre ta. 
Legisola.clón Aduanera.. Revlslo. do ta Fa.cutlad d9 
DorQcho, Uni.ve0>rsoido.d Aut.ónoma. dvl Er;;t.ado dg 
MéX\.C:O, Néxi.eo 1.P8Z, Prim"'r NÚm~ro EXTRAORDZNARIO, 

Pág. 204. 
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autoridad trato de hacer la interpretación de la Ley y 

su Reglamenta a través de manuales en los cuales plasma 

los criterios a seguir dependiendo de la palltica 

interna que se tenga ante tal circunstancia; par la que 

se refiere a las particulares, éstos buscaron el menar 

pretexto para no cumplir o eludir las obligaciones que 

la Ley le imponia. 

Desde su entrada en vigor la Ley Adua11era ha 

sufrido diversas reformas, sin embargo en el a~o de 

1989 se publica en el Diar·io Oficial de la Federación, 

concretamente el 28 de diciembre, la Ley que Establece, 

Reforma, Adiciona y Deroga diversas Disposiciones 

Fiscales y· que Adiciona la Ley General de Socif.!dades 

Mercantiles la cual afectarla de· manera trasc.:endental 

diversos preceptos de la Ley en comenta. 

Bajo este mnrco de ideas definiremos al 

procedimiento administrativo de investigación y 

audiencia como el conjunto de actos a través de 105 

cuales la autoridad hacendaría investiga y comprueba al 

cumplimiento de obligaciones aduaneras por parte de los 

particulares conforme a los supuestos que la propia Ley 
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Aduanera. prevé, permitiendo dentro de dicho 

procedimiento que el particular ofrezca y de~ahogue 

los medios de prueba que considere pertinentes en 

relación a la situación juridica en la que se le est~ 

encuadrando. 
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fu.:: ESTRUCTURA DEL PRDCEDHl!ENTO ADMINISTRATIVO 

!:!~ IN\[~$.:fIGAClgJ:!! )'.'. f\UDJj::NCIA 

2.1.- INICIACION DEL PROCEDIMIENTO. 

2.1.1.- SU~UESTOS JURIDICOS QUE REGULA LA LEY 

ADUANERA. 

Cualquier ordenamiento regula un supuesto 

juridico, entendi~nda a éste como la hipótesis de cuya 

realización dependEn las consecuencias establecidas en 

la norma, en el caso de la Ley Aduanera, se contemplan 

tres supuestos bajo las cuales se dara inicia al 

procedimiento administrativa de investigación y 

audiencia, encontrándose previstos po~ lo numerales 

121, 123 y 123 BIS. Los dos primeras son de la 

competencia de ls Dirección General de Aduanas y él 

último de ellas, por virtud de la reforma de 1990 al 

Reglamento Interior de l;i Secretar!.~ de 1--1.:..cienda y 

Crédito Público, será conocido por la Dirección General 

de Auditoria Fiscal Federal, ambas Direcciones forman 
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parte de la mencionada Secretarla. 

A grandes rasgas, el contenido de cada una de 

dichas supuestas, es el siguiente: 

Articula 121 de la Ley Aduanera en vigor 

establece que cuando las mercancias a los medios de 

transporte en que estas sean conducidas, dentro de las 

lugares y zona~ de inspección y vigilancia permanente, 

no se encuentran amparados en el momento de ser 

requeridos par la autoridad respectiva, c:on la 

documentaci6n a que se refieren los articulas 117, 116 

y 120 del mi~mo ordenamiento, la ~utcridad levantará 

acta en la que hara constar, entre otras cosa!i, la 

notificación al particular del inicio del procedimiento 

administrativa de investigación y audiencia. 

Articulo 123, él cual se ve afectado por la 

reforma de 1990 a dicho cuerpo legal, quedando 

conformado por las siguientes directrices: Cuando la 

autoridad aduanera lleva a cabo la verificación de 

mercanclas en transporte, únicamente se limitarán a 

cerciorarse de que éstas cuentan con la documentación 
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que ampare su legal estancia, pero s1 en ese momento 

esto no e~ acreditado, la autoridad sólo procederá a la 

revisión fisica de las mercanc1as considerando que 

existe presunción fundadu de comisión a una infracción, 

circunstancia bajo la cual dicl1d prActica se hdra 

necesariamente en el recinto fiscal más c~rcano, una 

vez que se ha realizado la anterior se levantar:... acta 

en ~a que por una parte, se asentará todo lo actu•da y, 

por otra parte, se notificará al particular el inicio 

del procedimiento administrativo de investigación y 

audienc:i a .. 

Articulo 123 BIS, áste supuesto al igual que 

el anterior sufre una reforma para el a~a de 1990 1 pero 

no solamente en lo que respecta al ordenamiento en 

comentn, sino también en lo que se refiere al 

Reglamento Interior de la Secretaria de Hacienda y 

Crédito Pública, en cuanto a la autoridad competente 

para llevar a cabo la denominada ''Visita domiciliaria 

de carácter aduanal 11
, ya que conforme al Decreto que 

Reforma, Adiciona y Abroga Disposiciones del Reglamenta 

antes mencionado publicado en el Diario Oficial el 4 de 

enero de 1990, en la actualidad la autoridad competente 
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será la Dirección General de Audi tor·id Fiscal reúer-al y 

no la Dirección General de Aduanas, como se establecla 

en el anterior Reglamento. 

Ahora bien, el supuesto aqui sef1alado 

contempla la visita domiciliaria, la cual al ser 

practicada por la autoridad y durante la misma ésta 

encontrara mercanclas cuya legal introducción, estancia 

o tenencia en el pals no se acredite, la susodicha 

autoridad procederá. a embargarlas o secuestrar! as se~Jún 

las hipótesis del ca'.:io, levdnlándo al efecto acta en la 

cual h~3ra constar los hechos y circun•_itan:::ius del caso, 

como a notificar el inicio del procedimiento 

administrativo de investigación y audiencia. 

Dentro de la reforma que tuvo este precepto 

consideramos conveniente comentar que ahora se agrega 

el término ""'f'la:JOA 1 él cual na habi a si do 

par el texto anterior. 

ventilado 

En relación a los casos antes previstos 

existen algunos términos los cuales es oportuno aclarar 

46 ••• 



en cuanta ~ la trascendencici. que t1cnf.m en el tema .. Tal 

es el caso de 1 os 11 amados ~u.ga:'l-t.ó 1" 

U\.o(U?CClón.. lJ vlQlla..n...c..i..a. (l.b1.ma1UA1.le; u.l respecto la Ley 

Aduanera en su articulo 116 fracción VIII establece 

como facultad de la Secretaria de Hacienda y Crédito 

Público la de inspeccionar y vigilar permanentemente el 

manejo, transporte o tenencia de la mercancia en 

recintos fiscales y fiscalizados; en las aguas 

territoriales y playas maritirnas; en l~ zona económica 

adyacente al mar territorial; en los aeropuertos, en 

una franja de doscientas kilómetros de ancho paralela y 

adyacente a las fronteras y en otra de cincuenta 

kilómetros de ancho, paralela y adyacente a dichas 

playas. 

Sin embarga, esta fracción en comento no 

ac:lara que es lo que comprende el denominado ~ 

f.i,óca,l y .'llednt.>- /<,óca,ll;¡o.M. Al respi:cto Jorc;¡e Enrigue 

Loera se~ala que por el primero, se entenderá a todas 

aquellas instalaciones pertene~ientes a la propia 

autoridad aduanera, coma es el casa dP la Aduana y de 

la Garita y, por el segundo aquellos lugarc$ que presta 

una persona distinta al Fisco, a quien se autoriza a 
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recibir, guardar* y custodiar la mercancia par·d que c-n 

su oportunidad esta le ~ea .entregada al pa.rticular, 

bien, la devuelva a la Aduana, siundo su principal 

caracterislic<.l la de que la autoridud dicte las med1.das 

de vigilancia que procedan para resguardar sus 

intereses. En cuanto a loo:; dem.~5 1 ~igares que cornpr'ende 

esta fracción na hac~mas su especificación considerando 

que su significado es má.s entendible. 

Tambión queremos dejar aclarado cuál es la 

documentación a que se refieren las articulas 117, 1ll3 

y 120 de la Ley Aduanera, debido a la importancia que 

tienen para este estudia, siendo e5ta la ~iguicnte: 

"Art. 117.- La tenencia, transporte o manejo 
de mercanc1as de procedencia extranjera en el 
pais podrá comprobarse con: 
I.- Documentación aduanera que acredite su 
legal importación¡ trat~ndose de vehiculos 
importados en definitiva, el importador al 
vender esta obligado a entregar el pedimento 
de importación al adquirente y, en 
enajenaciones posteriores el adquirente 
estara obligado a exigir dicho pedimento y 
conservarlo para acreditar la legal estancia 
en el pais del vehiculo. 
11.- Nota de venta expedida por autoridad 
fiscal federal ,o 
III.- Factura expedid~ por empresario 
establecida e inscrito en el Registro Federal 
de Contribuyentes, debiendo llenar dicha 

48 ••• 



factura 1 os 
Regl amP.ntn." 

requ1s1tos que sef"iale el 

''Art. 118.- Dentro de las lugares y zonas de 
inspección y vigilancia permanente, las 
mercancias deberán ampararse en todo tíempa 
con la documentación mencionada por el 
articulo anterior y dentro de la zona 
económica exclusiva, adyacente al mar 
territorial, con los permisos o 
autarizacionos que ex1Jan las le~es~ pcr !o 
que respect.'l a los bienes provenientes de 
dicha zona. 
Fuera de dichas zona~ y luoares no será'. 

necesario que las mercancias e><tranjera~, 

estén acompaNada~ de documentación, pero sus 
propietarios o tenedores dellerán presentarla 
cuando la autoridad fiscal los requiera en 
los tórmincs del articulo siguiente. 
Las empresas porteadoras legalmente 

autorizadas, cuando transporten las 
merc:ancias mencionadas fuera de las zonas de 
inspección y vigilancia permanente, podrán 
comprobar la legal tenencia de las miumas con 
la carta porte o can el manifiesto de carga 
aérea." 

"Art. 120. - Las mer-cancl as nacionales que 
sean transportadas dentro de las zonas de 
inspección y vigilancia permanente deberán de 
ampararse en la forma siguiente; 
!.- Las de exportación prohibida o 
restringida que sean conducidas hacia los 
litorales o fronteras, con las pedidos, 
iacturas, contratos y otros documentos 
comerciales que acrediten que serán 
destinadas a las propias zonas, o con las 
permisos de exportación correspondientes, y 
II.- Las confundibles con las extranjeras que 
sean transportadas hacia el interior del 
pais, con las marcas registradas en México 
que ostenten o con las facturas o notas de 
remisión expedidas por empresarios inscritos 
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en el Registro Federal de Contribuyentes, sí 
reúnen los requisitos seríalados par las 
disposiciones fiscales. 

El origen de los articulo~ agropecuarios 
producidos en las zonas a que se ref lere este 
precepto podrá acreditarse con las 
constancias del camisarjado ejidal, del 
representante de los colonos o comuneros, de 
la asociación agrlcala o ganadera a que 
pertenezca el pequeno propietario o de la 
Secretarla de Agricultua y Recursos 
Hidráulicr:>s, en cualqtiieri" de las casos 
anteriores, cuando las autoridades aduuneras 
lo requieran conforme al articulo 119, sin 
que la documentación tenga que acompa~ar a 
las mercanci as." 

Como corolario de la antes comentado, se debe 

tener en cuenta que en nuestra legislación vigente 

e1<isten únicamente tres supuestos jurldicas para que se 

pueda iniciar el procedimiento administrativo de 

investigación y audiencia en contra de un particular 

baja los lineamientos ya especificados. 
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Una vez que hemos establecido cuáles son los 

supuestas juridicos que la Ley AduanPra prevé en torna 

al procedimiento administrativo de investigación y 

audiencia, nos corresponde hacer el estudio de l.:i 

primera fase que inte9ra al procedimiento en comento, 

haciendo previamente la advertencia de que se 

complementará. con un estudio teórico de dos autor-es 

espanoles y uno mexicano, cuyos comentarios en relación 

al procedimiento administrativo en general nos ~ervirAn 

de base para un mejor desarrollo del tema. 

Estas autores a que nos hemos referido en el 

pArrafo que antecede son Eduardo Garcia de Enterria, 

Francisco López-Nieto y Mallo y Alfonso Nava Negrete. 

Pues bien, hecha esta aclaración diremos que 

el procedimiento administrativo de investigación y 

audiencia supone la incoación de un expediente 

administrativo que será el camino formal para la 

obtención del acto de la autoridad compet~nte. La 
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iniciación deberá hacerse precisamentB mediante un acto 

que debe de dictar el órgano competente de tal forma 

que, no puede, por tanto, incoarse un expediente por la 

simple voluntad de un funcionaria, ni por la voluntad 

de un particular, aunque éste fuera. el interesado en 

forma aislada. Es necesaria un acuerda que dé la 

radicación del exped~ente que va a ser objeto del 

procedimiento. 

En términos generales, diversos autores 

consideran que el inicio del procedimiento se d~ a 

travós de dos +armas: de oficio o a instancia de p~rte 

interesada. En el caso que nos ocupa, la incoación del 

procedimiento es normalmente de oficio, pero sin 

embargo dentro de está podramos encuadrar las 

siguientes causas: por acuerdo del órgano competente, 

por moción razonada de las subordinados o por denuncia; 

siendo las caracteristicas de cada una de ellas las 

siguientes: 

lo. - Po'r- a.cuerdo del órgano competente. -

Puede ser par propia ini~iativa del ó~gana competente o 

bien come consecuencia de una orden superior. 
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2o.- Por moción razonada de los 

subordinados.- Se entiend~ po~ aquellas propuest~s 

fundamentales de un funcionario o autoridad ¡,or 

iniciativa propia a su inmediata superior, sobre la 

conveniencia u oportunidad de adoptar una resolución 

determinada. 

3o.- Por denuncia.- Existe cuando se pone en 

conocimiento del órgano competente un hecho o h~chas 

que pueden dar motivo a la iniciación de un 

procedimiento. Puede ser formulada por persona 

interesada, par un administrado cualqui~rn y hasta por 

un funcionaria. 

En cualquiera de las formas en que se dé 

inicio al procedimiento, es normal que al acuerdo de 

incoación le precedan determinadas ctctuacione~ o 

diligencias. En la Ley Aduanera se prevé que el acuerdo 

de incoación sea motivado, es decir, que ne seNalen las 

razones y circunstancias d~ la 

autoridad. 

decisión de la 

El ordenamiento en comenta establece en sus 
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articulas 121, 123 y 123 BIS que se dar·á inicio al 

procedimiento siempre y cuqndo se configure cuda uno de 

los casos a que se refieren dichos artlculos, además de 

que en el Reglamento de la Ley Aduánera, concretamente 

en el numeral 170 fracción I, también se establece la 

form.::i en quE? se dar' a inicio al multicitado 

procedimiento. Pero cuál es esa forma de que nos hablan 

estos ordenamientos? pues es la referente al Acta d4! 

04tif-lca..cJ.ón. en la que se harán constllr, entre otras 

cosas, los hechos y circunstancias en que acontecieron 

los casos, a'Si como la notificación del inicia del 

procedimiento. 

EFECTOS JURID!COS DE LA INICIACION DEL 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE INVESTIGACION 

Y AUDIENCIA. 

Al llevarse a cabo el inicio del 

procedimiento administrativo, automáticamente se dá 

nacimiento al vincula que caracteriza ~u relación 

jur1dico-procesal y, en consecuencia, a una serie de 

obligaciones para los interesados y para la 

Administración. Eduardo Garcia de Enterria opina al 
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respecta "Iniciado el procedi mi en to, surge para E?l 

interesado los derechos a participar activamente en ~u 

tramitación y desarral lo y para el órgano competente:- el 

deber de impulsarlo hasta llegar a su resolución ..... " 1 

complementa esta idea al se~alar que la Administración 

gozará de .•. ''la facultad para adoptar las medidas 

provisionales que estime necesarias para asegurar la 

eficacia de dicha resolución ••. ''(24>. 

Lo anterior viene aparejada a otro da les 

efectos del inicio del procedi1ni1:nto administrativo, 

que es el relativo a 

provisionales. En materia 

principales son el 

adopción 

adu•ncra 

y 

de 

las 

el 

medidas 

figura'!I 

Oecu,..e".Ot/UY 

a.ctmM1.U>tJl.a..Uvtr, encontrando a amb.as previstas por la 

Ley Aduanera, sin embargo, la idea principal que se da 

en el citado ordenamiento es de que al ser adootada9 

tales medidas por parte de la autoridad lo que se busca 

es asegurar el interés fiscal que se ve afectado. De 

antemano hemos realizado un estudia del secuestro 

administrativo, al cual coniiguramos como una medida 

(24) Oo.rc::io. d~ Enterria. op. d.L., pá.9. 410. 
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provisional realizada por la autoridad hacendaria. 

El problema principal que se presenta en esta 

primera fas~ del procedimiento administrativo de 

investi(Jación y audiencia consiste en que, por un lado, 

la autoridad aplicará una de las medidas provisionales 

que considere coveniente a sus intereses y, por otro, 

iniciara el procedimiento aludido. Aparentemente esta 

circunstancia no presenta ninguna conft1sión, pero sin 

ambarga en la practica cotidiana esta situación ha sido 

motivo de diversas controversias ante las Tribunales 

competentes como lo veremos más adelante. Como un 

comentario anticipado a la problemática que se presenta 

en este aspecto, queremos hacer referencia. a lo 

siguiente: El articulo 123 BIS de la Ley Aduanera 

prevé, entre otras cosas, que "Si durante la práctica 

de una visita domiciliaria se encuentran mercancias 

cuya legal introducción, estancia a tenencia en el pais 

no se acredita, la autoridad que la practique procederá 

a embargarlas o secuestrarlas en las hipótesis 

sel'faladas por el articulo anterior y a consignar en el 

acta que al efecto 5e levante, los hechos y 

circunstancias del caso, a91 como a notificar y 
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emplazar al intere~ada, en los términos que se 

contemplan en la fracción VI del articulo 121 del 

mencionado ordenamiento legal, de que s~ U1A.ci.~ ~ 

11 

De la lectura de éste articulo podemos. 

desprender das momentos, uno en el cual se llevar~ a 

cabo, o bien el ~~ o bien el ouueot.114' por parte 

de la autoridad y, otra en el cual se notificar-A y 

emplazará al interesado el inicio del procedimiento, 

pero en qué momento de esa 'YloUa.. .:0t:t"m..lcUla/l.i..a. se dar.A. 

cada una de estas situdcicnc!:i? 1 o en un dado casa es 

posible de· qué se pudieran hacer al mismo tiempo?; 

desde nuestro punto de vista la confusión se presenta 

en el momento en que si bien sabemos que la vi si til 

domicialiaria comprende diversas actas, en las cuales 

se asentarán los hechos y circunstancias que se 

presenten en el instante, y el dispositivo en cita 

nas sef"l'ala que además existirá una 

.)((fUllcacA.ón., nuestra interpretación al precepto en 

comento es de que en su caso vendrian siendo actas 

INDEPENDIENTES; sin embargo esta no es a nuestro 
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parecer la única confusión ya que también ~e 

presenta el hecho de que la autoridad podrá aplicar las 

medidas que considere convenientes para el casu, ~~ 

decir, llevar a cabo el secuestro o embargo de las 

mercanclas, pero esto seria previo o posterior al 

início del procedimiento, así a primera vista no se 

de9prande ninguna precisión en cuanto al momento en que 

se dara uno u otro. 

En el punto anterior nas referimos a los 

supuestas por 

procedimiento 

los cualer;:; 

administrativo 

se 

de 

1n1cia al 

investigación y 

audiencia, además de que también hemos realizado una 

pequefta explicación de cada uno de ellos, pero para lo 

correspondiente a este tema es surndmer1te impurtante qul! 

quede bien establecido a partir de qué momento deberA 

de darse inicia al procedimiento administr-ati.vo, 

tomando en cuenta que es a partir de ese acto que el 

particular tendrá el término de 10 d1a5 para ofrecer 

las pruebas que estime convenientes en relación a los 

hechos que se le imputan, asi como a expresar lo que a 

su derecho considere. Para un mejor desarrollo del 

problema optamos por hacer referencia de cada caso por 
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separado, indicando previamente el articulo al cual nos 

estamos avocando. 

Por lo que ataNe al articulo 121 de la Ley 

Aduanera, se dará 

~~6 de U-WeotiQa..<A.6n y a.~t.c<a cuando la 

autoridad ejercite una de sus facultades conferidas por 

el articula 116 fracc:i6n VIII, que es la consistente en 

inspeccionar y vigilar permanentemente el manejo, 

transporte a tenencia de mercanc:ias en los siguientes 

lugares. 

- Recintos fiscales 

~ Recintos fiscalizados 

- Aguas territar-iales y· playae. maritimas 

Zona econ6mica exclusiva adyacente al mor 

territorial 

Aeropuertos en lo que comprende una franja 

de doscientos kilómetros de ancho paralela 

y adyacente a las fronteras y en otra de 

cincuenta kilómetros de ancho, paralela y 

adyacente a dichas pl.:iyas 
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Ejerciéndose esta facultad por parte de la 

autoridad y esta encuentre ,que las mercancia!::i y las 

medios da transporte no se amparan con la documentación 

que se contempla en los articulas f17, 118 y 120 de la 

Ley Aduanera, levantara una acta en la que hara constar 

lo siguiente: 

fecha, hora y lugar en que fueron 

de5cubiertas las mercanias; 

identificación de la. aL'toridad que practicó 

la diligencia.¡ 

inventario de las mertanci~s que vayan a 

ser objeto de secuestro por parte de la 

autoridad debiéndose 

condiciones en que se 

mismas¡ 

esp~ci f i e ur 

encuentran 

las 

las 

c.ircunstilncias en que tue....-on desc:llbiertas; 

- nombre y domicilio del tenedor o canUuctar 

de las mercancias, asi coma el domicilio de 

la aduana para recibir notificaciones. que 

deberAn manifestarse par óste, ante dos 

testigos. En el caso en que éste se niegue 

u omitierá designar domicilio pilra air 

60 .•• 



notificaciones a se~alare una falsa, las 

notificaciones que deban hacérsele en el 

procedimiento se practicarán fijando los 

acuerdos respectivos a la vista del 

público, por estrados en el local que ocupe 

la autoridad adu.:mer-a competente para 

emitir resolución en el misma y, 

- La notificación al particular de que se 

U-W~Uga..ción. y a.ucli.4!.nda. , a.si coma de que 

a partir de ese mam~r1ta goza de un plazo de 

diez dias para expresar lo que a su derecho 

convenga y ofrecer los medios de prueba que 

considere pertinente, debiéndose se~alar al 

particular expresamente quó autoridad es 

competente para conocer y resolver el 

procedimiento. 

En relación al caso previsto por el articulo 

123 de la multicitada Ley Aduanera, este sufre una 

reforma a partir del ano de 1990 para quedar baja las 

parámetros que a continuación se establecent 
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Con base en las facultades que se le 

confieren a la autoridad efJ el a.rtl culo 80 fracciones 

XIV y XIX del Reglamento Interior de la Secretarla de 

Hacienda y Crédito Pública, esta practicará 

verificación de las mercanci as en transporte, 

limitándose a cerciorarse de que las mercancias cuentan 

con la documentación que ampare su legal estancia. En 

el caso de que en el mom~nto no se acredite, sólo se 

procederá a la revisión flsica las mismas, 

haciéndose dicha revisión en el recinto fiscal más 

cercano. Una vez que no se ha comprobado la legal 

importación o estancia en el pn19 de las mercancias, la 

autoridad proceder-A a: 

Mostrar al tenedor o propietario porteador 

de las mercancías la orden de verificación, 

as! com"a credencial oficial con la cual se 

i den ti fique; 

- Se requerirá al tenedor o porteador de las 

mercanc1as para que designe dos testigos, 

si éste se niega a h~cer la designación~ lo 

hará la autoridad que real ice la 

verificación; 
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- Decretar ya sea el embargo o el secuestro 

de las mercanc1as, expresando en el acta 

que al efecto se levante los hechas y 

circunstancias que mencíonamos en el caso 

anterior, por lo que para no 

repetitivos únicamente dir-emos que sr~ lleva 

a cabo la notificación del 

Uuieo«ga.ción.. 11 a.1.1.álul..c<a¡ 

En el acta a que nos hemos venido 

refiriendo deben de seftalarse, además, la 

fecha y número de la orden de verificación 

y la autoridad que la expidió, asi como 

elaborar en su caso el inventar·io de las 

mercancias que hayan.sido embargadas y la 

forma y circunstancias en que fueron 

de5cubiertas. Esta situación también deber~ 

de prevalecer en el caso de 

secuestren mercancias. 

que se 

El caso previsto por el articulo 123 BIS de 

la Ley Aduanera es conocido en el medio como la 'Yé.Olte 

la cual ha sido 

63 ••• 



objeto de una breve referencia en pá.r-rafos anteriores, 

sin embargo falta precisar en quo momento de es~ 

dUIUUl.te. deberA de levantarse el acta de ir11cio, µor lo 

que queremos aclarar que en la práctica cotidiana se ha 

observado que en las actas que se levantan en la 

su5odicha visita se lleva a. cabo el denominado /.::!útt 

que se refiere a la numeración progresiva del 

expediente que se conforma de la misma, en otras 

palabras, la visita domiciliaria deber3. de ser 

realizada previa orden que expida la autoridad 

competente, que en el caso es la Direcc1on General de 

Auditoria Fiscal Federal a través de sus Direcciones 

auxiliares. 

Una vez que se ha mostrado al particular la 

orden de visita y éste ha aceptado que se lleve a cabo 

la prActica de la misma, se hará la constar en forma 

circunstanciada los hechas u omisiones que se hubieren 

conocido por los visitadores, conforme al contenido del 

articulo 46 fracción del Código Fiscal de la 

Federación, ordenamiento legal que se aplica 

supletariamente para este caso en concreto; es 

conveniente üclarar que conforme a la última reforma al 
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dispositivo en comento se considera que "Los hechos u 

omisiones consignados par los visítadores en las actdS 

haran prueba plenu de la e~istencia de tales hechas o 

de las omisiones encontradas, para efectos de 

cualquiera de las contribuciones a cargo del visitado 

en el periodo revisado'', esto viene en apareja.do con lo 

que el mismo precepto establece en el segundo parrafo 

de la fraccion IV , que a la letra dice: "Cuando en el 

desarrollo de una visita las autoridades fiscales 

conozcan hechos u omisiones que puedan entraf'fa.r 

incumplimiento de las disposiciones fiscales los 

consignarán en forma circunstanc1ada en actas 

parciales. Tambión se consignarán en dichas actas los 

hechos u Omisiones que se conozcan de terceros. En la 

última eta parcial que al efect6 se levante se , hara 

mención expresa de tal circunstancia y entre ósta y el 

acta final, deberán transcurrir cuando menos quince 

dias, durante las cuales el contribuyente padra 

presentar los documentos, libros a registres que 

desvirtúen los hechos u omisiones. 11 

Para completar tal disposición se agrega un 

último párrafo en el que se estipula que "Se tendrán 
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por consentidos los hechos consignados en la5 a.etas a 

que se refiere el párrafo anteri ar, si antes del 

cierre del acta final el contribuyente no prese11ta los 

documentos, libros a registros o na seNala el lugar 

donde se encuentran." 

De todds los est..:lu.:tc..:ionf.~!:i ante~ mencionadas la 

autoridad formará un expedientilla~ ól cual será 

foliado dependiendo del número de actas que se haya 

conformado la visita domiciliaria , incluyendo el acta 

final de cierre en la cual al parecer se notifica el 

inicio del procedimiento admini str-ati va de 

investigación y audiencia al particular, sin embargo 

queremos hacer la aclaración de que dicha situación no 

se encuentra prevista en ninguno de los dispositivos 

de la Ley Aduanern y el Reglamento de dicha ley, y 

menas aún en el Código Fiscal de la Federación que es 

el ordenamiento supletorio que se aplica a tal caso. 

Para concluir en cuanto a ~ste punto que es 

de gran polémica para nosotros, dire~os que el 

11 

atilt.i..e.n.cia, para el casa de la Visita Domiciliaria, éste 
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será a partir de que ésta ha cancluida y en una acta 

independiente en la cual se radicara 

pracedimienta para ser resuelto par la 

correspondiente. 

el citado 

autoridad 
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~ OESARROLl,Q !!!;.b PROCEDIMIENTO 

eJ)MlNISTRATlVO DE INVESTIGAClON ~ 

flUO!ENCIA EN NATEí<lA ADUANAL. 

Pare el desarrollo del procedimiento se 

consideran importantes las ideas que al respecto aporta 

Jaiine Guasp, notable procesali.sta e'5pafíol él cual al 

ser citado por Francisco López-Nieto y Mallo nos da una 

amplia 9ama de similitude-> ~nlrt.t el dt:t·ec.tao proc:e~al 

espanol y derecho procesal mexicano. Aclarada esta 

circunstancia diremos que por desarrollo del 

procedimiento Guasp considera a aquellos actas que una 

vez iniciado este tienden a conseguir el 

desenvolvimiento del miamo hasta llegar al momento de 

su terminación. 

Asi tenemos que distingue a los actas de 

instrucción de los actas de ordenación. entendiendo por 

los primeros, aquéllos que tiendE!fl a proporcionar los 

elementos necesarios para que pueda llevarse a cabo la 

ccmparaci6n entre les fundamentos de la pretensión y el 

derecho objetivo y, por lo5 segundos, aquéllos que se 
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encaminan a procurar el desempef"ío del pre C!~~o, pasdndo 

por las sucesivas etapas que m~r~a l~ ley h~sta llegar 

al momento de su terminación. 

De lo anterior, podemos deducir que ambos 

tipos de actos se conjugan en uno solo d~ntro del 

desarrollo del procedimiento, por lo que pcd;:mo:; 

afirmar que ambos actos los encontramos en el 

procedimiento administrativo de investigación y 

audiencia y en el cual la fase de desarrollo se integra 

por el ofrecimiento y desahogo de pruebas. Por lo que 

ataNe a la Ley Aduanera ésta contempla a dicha fase en 

dos periodos diferentes, puesta que· el particular 

gozará de un plazo de 10 dia5 para ofrecer los medios 

de prueba que estime pertinentes, asi coma para 

presentar escrito en el cual expresara la que a su 

derecho convenga. En cuanto al segunda periodo, se dice 

que el particular una vez que ha llevado a cabo el 

ofrecimiento tendrá un plazo de 30 dias, en los cuales 

se desahogarán las medios de prueba que aportó ante la 

autoridad competente. 

La regulación de esta fase del procedimiento 
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la ten~mos prevista por lo~ articulas 121 fracción VI y 

124 de la Ley Aduanera; 170 fracciones III y V del 

Reglamento de dicha Ley y supletori·amente se aplica el 

contenido de los articulas 79 B 94 y 129 a 218 del 

Código Federal de Procedimientos Civiles. 

Ahora bien, pAra no ser tan escuetos en 

cuanto a las caractcristicas primordiales de esta fa~e 

queremos hacer las Sir.Juientes a.notacioness Una vez que 

el particular ha sido notificado y emplazado del inicio 

del procedimiento administrativo de investigación y 

audiencia, segón el caso en el que se haya enc1.1adrüda., 

empezará a contar el plazo para que presente ante la 

autoridad competente, bien sea la Dirección General de 

Aduanas a bien la Dirección General de Auditoria Fiscal 

Federal, a través de sus Direcciones au~iliares. un 

escrito en el que expresará la que a su derecha 

convenga, asl cama el ofrecimiento de los medios de 

prueba que considere pertinentes y que vayan vinculadaa 

con las hechos que se le imputan. 

Respecto a este primer periodo es intere5ante 

la reforma que hizo el legislador en el contenido del 
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articulo 123 BIS de la Ley •'\duc:inE::r ~;;. ;_ ,:Jr " pa.rtir 

del lo. de enero de 1990, ya quP. en el mi, JT,u üe o;:acf"i.:Jl a 

que el particular será not>.f1cado v '~mplazado del 

inicio del procedimi.enta admi ni~,trati vo de 

investigación y audiencia, sin embargo dr-: la lectura 

de los art1culos 121 fracción VI, y 123 tracción III 

inciso a) de dicha Ley se desprende que unicamente se 

hace alusión al término notificar y no al de emplazar, 

máxime si consideramos que ambos tórminos son 

diferentes; ya que por notificar debe de entenderse al 

acto formal del órgano, destinado a comunicar a los 

interesados, a a cualquier persona a quien so refiera. 

una resolución administrativa o bien un escrito a un 

particular·y, por emplazar a la convocatoria que se 

hace al particular para comparece~ dentro de un 

término que se se~ala, y que se cuenta desde la propia 

notificación, de ahl que se considere que la 

notificación tiene en el procedimiento suma 

importancia, pues par ella y desde ella se producen 

las efectos del acta que se comunica. 

Retomando el punto a tr-atar, ~ef1al o.remos que 

dentro de este primer periodo y aunque la Ley Aduanera 
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la contempl ... en form..1 ci~!<'ld,~~ 1 t'l autoridi\d deber;'. de 

que hayan ~iido enccntrr1da5 por ~~sta. Dicha. s1 tu .. "lc.ion se 

contempla en las urticula~ 121 -fracción III, 123 

fracción III, incisa e>, del ordenamiento en com~nto, 

por lo que 5e refiere al Reglamento de dicho cuerpo 

legal égte lo prevé en el articula 170 fracción II; 

ambas ordenamil"!ntos no e!:lpecifican de maner(:\ clara si 

e5ta situación sera llevada a cabo en el momento que se 

notifique al particular el in1c10 del pr·ocedim1enta o 

antes de estéA 

Al principio de la e~~pasición de este tema 

serfalamas que J¿,íme Guasp di!::.tingue dentro del 

de~arrollo del procedimiento a las actos de ordenación 

y actos de instrucción, integrando a los primeros con 

lee actos de t~amitación, comunicación y notificación. 

En el párrafo que antecede dimos und pequeMa referencia 

de la noti+icaci6n y de la manera en que se encuentra 

regulada por la legislación aduanal. Por lo que se 

refiere al momento en que surtirá efectos, el Códiyo 

Fiscal de la Federaci6n r.t?rá el ordenamiento '3Upletario 

del cual desprenderemos el fundamento, esta es, en el 
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articulo 135 en el cual se E.!~p2ci·{ 1cu qu~ las 

notificaciones surlir,;.111 1~fr:¿.ctos CJ:l 01.1 "'tgui!!nt:e h3.b1i 

a aquél en que fueron realizada~. 

Por lo que ata~e a la tramitación ómta es 

entendida como el impulso que 1 .. Ley da. al 

pro~edimiento, debiendo llevar la intención primordial 

de que esto se haga sin demora y sin pérdida de tiempo, 

situación que en la práctica es inaplicable. Por 

último, la comunicación es la que se lleva a r.'tbo ~ntr·e 

diversos órganos de la Administración y, entre éstos y 

los admini9trados. 

Habiendo detallado los denominados actoti de 

ordenación, pasaremos a hacer referencia a log actos de 

instrucción, los cuales son consideradon como los m.:'i~ 

importantes del proced;miento, en cuanto a que tienden 

a proporcionar a los órgAnos decisorias los elementoG 

de juicios necesarios para su adecuada resolución, 

siendo importante también que la Administración 

desarrolle de manera ddecuada los actos de instrucción 

para que la determinación 9 conocimiento y comprobación 

de los datos sea eficaz. 
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La doctrina procesalista consid~ra a l~ 

Instrucción como la 11 reuni6n de prueba5, proco:::!dimientos 

y formalidades, para poner un negocio en estado de 

~umtencia.'" <25). 

Dentro de las diversas dnotaciones que 

Francisco L6pez-Nieto y Mallo hace al procedimiento 

administrativa encontramos la siguiente: "Los 

interesados. podrAn en cualquier· momento del 

procedimiento y siempre con anter1or1ddd al trámite de 

audiencia.., Aducir alegaciones las cuales serán tomadas 

en cuenta por el órgano competente al redactar la. 

correspondiente propuesta de resolución" (26> .. Este 

comentario resulta interes~nte sí tom~mos en cuenta que 

en el procedimiento administrativo de investigación y 

audiencia sólo se prevé la posibilidad de presentar 

escrito en el cual se exprese por parte del particular 

la que a su derecho convenga, es decir, que no se esta 

hablando propiamente de un escrito de alegatos, 

considerando que este es presentado normalmente una vez 

(25) Palla.row, op. CLl., pág. 3d1. 

(26) LÓp•2-Ni•lo y Mallo, op. cU. •• p.ig. zao. 
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que han sido desahogado5 las medios d~ prueba ofrecidos 

por el particular. 

Por lo que se refiere al ofrecimiento de los 

medias de prueba, la Ley Aduunera na espec:ifu:a de 

manera clara cuáles son los medios de prucb~ que s~ 

pueden ofrecer por el particular, sin embargo, 

aplicando suplt.~tariamente el Código Federal du 

Procedimientos Civiles y en lo que tse contempla por su 

numeral 93, tenemos que se reconocen como medias de 

prueba, por parte de l• Ley, los aiguí~nten1 la 

confesión, los documentas públicos, 105 docurnentos 

privados, "los dictámenes periciales, el r~conocimiento 

o inspección judicial, los testi9as, las fo~o~r•fias, 

escritos y notas taquigrAficas y, en general, todos 

aquellos elementos aportados por los clescubrimientos dtt 

la ciencia y las presunciones. No Sr! debe perder la 

idea de que el objetivo primordial d~ la prueba son los 

hechos, sin embarga, no todas los medios de prueba 

antes mencionados san 

frecuencia en el 

administrativo .. 

utilizados 

mul tic i tado 

con la mi!una 

procedimiento 
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Dentro de las re~las generales que se pu!!dl!n 

citar en relación al ofrecimiento de pruebas, 

encontrdmos que para que dicho procedí mi en to ~;L•a ef i c:az 

se requiere que las pruebas que :.:.e ofrezcan !jean 

pertinentes, ~sto es, que se refieran r'l les hecl1as 

controvertidos, situación que en el procedimiento va a 

ser de suma importanc.ia, como veremos más adelante. 

Retomando los co.nentarias de Francisco 

López-Nieto y Malla., óist~ nas s~rta.l a respecto a la 

prActica de la pr-uetba que lil ''Admini~tración, 

comunicará. los interesadas, con .:intel<1<..:ión 

suficiente, el inicia de las operaciones necesarias 

para la realización de las pruebas que hubieren sido 

admitidas"C27>. Este comentario resulta interesante 

debido a. que en la Ley Adu.nnc.-u no se i;;o:.cuenlra 

regulada esta circ.unstaricia y., meno~ a•J:n, en el 

Reglamento de la misma Ley. La duda seria respecta 

de que ocurre entonces cuando al ser ofrecido un mmJio 

de prueba por el particull'r y ~ juicio d""' las 

autoridades se considera que esta no es pertinente en 

relación a los hechos controvertidos, o es mAs, que al 

<27> ldom, • pág. :ZD:I. 
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ser ofrecida la prueba ser observe que la intención del 

particular haya sido la de alargar el procedimiento. Al 

parecer tampoco el Código Federal de Procedimientos 

Civiles prevé algo al respecto. 

La práctica de los diversos medios de prueba 

supone la realización de una serie de actos y 

dil~gencias que han de llevarse a ca.ha, y que varian en 

consonancia con la clase de prueba de que se trate; de 

todas las pruebas practicadas habrá de 

constancia escrita en el expedi~nte. En 

anteriores seNalamos que esta fase "" 

dejarse 

párrafos 

encuentra 

integrada por das perlado~ diferentes, uno dQ diez dias 

en los c:uá.le~ el particular ofrecerá los medios de 

prueba y presentará escrito en el· que exp~ese lo que a 

su d@recho convenoa, pero una vez que se ha llevado a 

cabo esto, las autoridades tendrán un plazo de treinta 

d!as, prórrogables hasta par tres meses, para qu~ se 

desahoguen los meüias de prueba, decretando para ello 

las diligencias que Juzguen convenientes para el mejor 

esclarecimiento de los hecho5. El fundamento que 

contempla la Ley Aduanera en relación al desahogo de 

los medios de prueba lo encontramos en el articula 124 
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primer párrafo y en cuanto a su Regla.mento lo teneml1s 

en el numc1·a1 170 fracción Ve Hacemos la advertencia de 

que la p,.-6rroga a que no!:i hemo5 referido ñnteriormenle 

na se encuent.ra. regulada en el Regldmento ante~ citado, 

sino que c;u otorgamiento obedece al criterto que adopte 

la autoridc1d correspondiente .. 

Una vez que se han practicado por parte de la 

autoridad las actos de instrucción necesarias para 

determinar y comprobar lo!i datos que han de servirle 

coma base para dictar resolución, está tendrá un plazo 

de quince dlas para emitirla; López-Nieto y Hallo nos 

habla de que se comunique a.l particular dicha situación 

con el objeto de que se apersone en la oficina a 

dependencia donde nbra el expediente y pu(!da 

exdminarlo, sin embargo, aunque 8'5 intere"3ante, no se 

encuentra prevista en el ordenamiento aduanero dicha 

situación. 
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2.3.-RESOLUCIQN ~~ 

ADMINISJRATIVQ DE 

'{_ l\UO 1 ENCJ..e.,_ 

Jaime Gua~p se~ala que los áe 

conclusión san aquellos que encaminan el fin del 

procedimiento, en el caso que nos ocupo e5to ocurre a 

través de una resolución, <locumento par el cual 1 a 

Administración va a resolver la situación jur·idica. del 

particular dentro del procedimiento admini9trastivo de 

investigación y audiencia que se instauró en !>U contra. 

En términos yenerales podemon citar las 

siguientes reglas bajo las cuales debe de ser sometida 

la resolución que emita la autoridad c:ampete1'\te: 

l.- La resolución decidirA todas las 

cuestiones planteadas por los particulare9 y aquéllag 

otras derivadas del expediente. 

2.- Deber~ de contener una exposición de los 

fundamentos de derecho aplicables a lo~ hechos que se 

ventilan en el caso, haciendo un breve razonamiento de 



su aplicación. 

3~- Deberá contener la motivación necesaria, 

esto es, el r·az:onandenta o razona.mientas en que se 

funde la ruisma, hrtcíUndose la mención de los preceptas 

legales vigente5 c."lplicables a los hechos aludidos .. 

4.- Deberá de contener la det..isión 

propia.mente dicha, donde se exprese la voluntad del 

órgano competente, en el caso que se resuelvan varios 

asuntos o vartos cuestiones, dcbert. hacr_?r~:e en párrafos 

separados y numer-ddos. La decisi6n debe de c:orr2sponder 

con las hec:hos y dert!chos aludidos par el particular-

5.- Este último punto es el referente al 

lugar, fecha, antefirma dcd funcionario c:ompelentc y 

firma del mismo. 

La resolución deberá. de ser emitida dentro de 

un plazo cierto; la Ley Aduanera, en tórminos 

generales, nos habla de quince diu15; pero E?xisten 

diversas circun5tancias bajo las cuales será emitida la 

resolución en este pla~o. El ar ti c:ulo 124 del 

ordenamiento en comento seNala que D~ntr-o de las 

quince dlas siguientes al desahogo de la oltimn prueba 

o al vencimiento del plazo para ofrecerlas si no se 
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hubiesen aportado, las autori.dades aduaneras dictaran 

resolución .... "; por su parte el articulo 173 l'Jltima 

párrafo del Reglamer1~u dd ld L~y ndu~nr~L· cl1~~one que 

la resolución se '' •.• dictdr~ dentro dt~ lo~ quinct? dia~ 

siguientes al desahogo de la últimd ~>rueba a al 

venc:imi en to del plazo par· a rendi r-1 as si na se hubieren 

aportada." 

De 1 a 1 ectura dfl 1 os dnte..-.i. orP.s preceptos se 

desprende que cantP.mplan dos si tuaciones1 la primera 

referida a que una vez que se ha desahogado la última 

prueba, la autaridad tendrá quince dlas para dicter 

resolución y, la otra, par~ el caso de que se haya 

vencido el plaza para ofrecerlas 5in que el particul•r 

lo haya hecho, la autoridad podr:,. dictar 16 resolución 

correspondiente. Sin e~bargo, existe re~ulada otra 

situación distinta en los articulas 125 dm la LPy 

Aduaner-a en relación con el 172 del Reglamento del 

mismo ordenamiento legal en los cual~s se establece que 

si no queda demostrada que hubo infracción 

disposiciones aduaneras, la autoridad 

a. las 

dictar A 

resolución sin necesidad de que concluyan todoa los 

trámites del proc:edi mi ente, f undi1n do y motivando 
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debidamente dicha resolución que al efecto se dicte por 

parte de la autoridad competente. 

Ahora bien, no podemos .pasar al siguiente 

punta sin antes dejar establecidos los efectos que 

produce la emisión de la resolución por parte de la 

autoridad. Al efecto el articulo 173 del Reglamento de 

la Ley Aduanar& dispone que la resolución que ne dicte 

en el procedimiento administrativo de investigación y 

audiencia determinara: 

Las contribuciones o Ldf'CJLl Ui:::l por-tí.Lulor, 

las multa5 que se impongan por las 

infracc'iones cometidas, los recargos o, en 

su caso, que no hay responsabilidad o 

contribuciones omitidas. 

Si las merc:ancias es.tán o no prohibidas, o 

sujeta9 a restricciones o requisitos 

especiales; prE!Cis~ndolas en su caso. 

Cuando proceda, declarará que las 

mercancías han pasado a propiüUad del Fisco 

Federal, conforme a les articulas 129 y 130 

de la Ley Aduanera y 4o. de la Ley 
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Reglamentaria del Párrafo 

Articulo 131 Costitucional. 

Seyundo del 

Por su parte, el articulo 126 de la Ley 

Aduanera, sin especificar propiamente los efectos de la 

resolución, se~ala que si la resolución que se dicte en 

el procedimiento administrativo de investigación y 

audiencia determina créditos fiscales, el embargo o el 

secuestro se convertirá en definitivo y las mercancías 

con sus medios de transporte podrán ser rematados en el 

procedimiento administralivo de ejecUción para hacerlog 

efectivos, salvo que conforme d la L~y hubieren pa~ado 

a propiedad del Fisco Feder.:il, caso en el cual la 

ejecución se llevará a cabo sobre otros bienes. 

Pero qué es lo que ocurre en el caso de que 

la autoridad no dicte resolución en el plazo de quinc~ 

dlas que establece la Ley Aduanera y el Reglamento de 

dicha Ley ? el articulo 125 del ordenamiento citado nas 

da la pauta de que si las autoridades aduaneras no 

emiten resolución dentro del plazo establecido o bien 

si la resolución que se dicte no determina obligac:ionc~ 

incumplidas, ni créditos fiscales a cargo del 
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particular, el embargo o secuestra practicado quedara 

sin efecto, pudiendo en tal situación el propietario o 

tenedor de las merci\ncias ~ecuestradas solicitar que le 

sean entregadas, junto con sus medios de transporte, 

desde el dia siguiente al en que ocurran las casos 

mencionados par este numeral. Este concepto lleva 

intima relación con lo previsto par el articulo 172 del 

Reglamento de la Ley-Aduanera considerando que una vez 

que ha quedado demostrada que na hubo infracción a las 

disposiciones aduaneras y sin necesidad de que 

concluyan los trámites del procedimiento administrativo 

de investiQaCi6n y a 1.J.dienci:3. la autoridad ~ntrega:""á 

total o parcialmente, las mercancias secuestradas a su 

propietario, tenedor o conductor o bien levantará el 

embargo debiendo ~l efecto fundar y motivar debidamente 

su resolución .. 

Como simple comentario nosotro5 consideramos 

importante que el plazo de quince dias que establece la 

Ley Aduanera para dictar resolución debe de cumplirse 

y, no tan sólo esto sino de que también la notificación 

que se haga de la misma se haga can la mayor celeridad 

posible debido a que en la práctica esto es poco usual 
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afectando directamente a la e5f era Jurldica del 

particular y de manera indirecta al Erario Federal. 

85 ••• 



~ AUTORIDADES COMPETENTES EfilIB 1 RAM!.lf;!3. ':{ 

RESOLVER EL PROCED!M!ENTO ADMJJ,IISTRATIVO 

!lj¡; I NVESTI GAC ION 'i AUD I ENC 1 A. 

Entendemos por r:omn~tpnr:i ~ a l i\. í doneidad 

atribuida a un órgano de autoridad para conocer y 

llevar a cabo determinadas -funciones o a.etas jurldícos; 

en el caso del procedimiento administrativo de 

investigación y audiencia las autoridades competentes 

para tramitarlo y resolverlo son, actualmente la 

Dirección de Procedimientos Legale5 dependiente de la 

Dirección General de Aduanas; las Di rece ion~::. de 

Auditoria Fiscal a Instituciones de Crol.di to¡ 

Auditoria Fiscal a Intermediarios Financieros 

de 

No 

Bancarios; de Auditoria Fiscal a Intermediarios del 

Mercado de Valores; de Auditoria Fiscal a Entidades 

Paraestatales; de Auditarla Fiscal Integral; 

Auditoria Fiscal a Renglones Especificas; de Auditoria 

Fiscal de Gabinete; de Auditoria de Dictámenes; de 

Auditoria de Defraudación Fiscal integrantes de la 

Dirección General de Auditoria Fiscal Federal; las 

Administraciones Fiscales Federales, Aduanas y 
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Jefaturas Regionales de la Policia Fiscdl Federal 

dentro de la circunscripción territorial que a cada una 

correpanda conforme a las facultades que se les 

confieren en el Reglamenta Interior de la Secretarla de 

Hacienda y Crédito Público en viqor. 

En el ReQlamento Interior víg~nte hasta el 4 

de ·enero de 1990 la única autoridad competente para 

tramitar y resolver el citada 

administrativo era la Dirección de 

Legales de la Dirección General de 

proc:adimienta 

Procedimientos 

Aduana.s, Y" 

mencionada, según lo establecida sn el articulo 85 

fracción VII , quien actuaba en coordinación con la 

Dirección ·de Inspección Aduanera, como se seNalaba en 

el numeral 82 fracción VIII, sin embargo a partir del 5 

de enero de 1990 dicha Dirección es derogada y por la 

tanto en la actualidad la única. autoridad competente 

para tramitar y resolver el procedimiento 

administrativo de investigación y audiencia es la 

Dirección de Procedimientos Legales conforme a los 

establecida en el articulo 85 fracción V de i?SC 

ordenamiento. Por lo que se refiere a la Dirección 

General de Aduanas el fundamento de su competencia para 
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trrtmitar y resolver el citado procedimiento 

encantramns en ~l articulo 80 fracción XIX 

lo 

del 

Reglamento que nos ocupa, siempre y cuando este derivo 

del ejercicio de las facultades a Que se refieren las 

fracciones XIV y XV del misma precepto legal. 

Es importante hacer notar que atr·a de las 

cuestion~s que se vieron afectadas por lu Ley que 

Establece, Reforma, Adiciona y DerC1ga Di ve,-sas 

Disposiciones Fiscales y que Adiciona la Ley General de 

Sociedades Mercantiles publicada. en el D1ar10 0+1c1al 

de la Federación del 28 de diciembre de 1989 fue Ja 

referente a la abrogación de la Ley del Regi!:>tro 

Federal de Vehiculos. Ante tal situación, la Dirección 

de la Pal i ci a Fiscal <antes Resguardo Aduanal > será 

quien ~e cerciore del cumplimiento de las disposiciones 

legales en materia de vehiculas can base en lo 

establecido por el articulo 83 fracción III dul 

multicitado ordenümiento legal. 

Cuando la Dirección de la Policia Fiscal 

lleve a cabo la verificación de vehiculas de 

procedencia extranjera en tránsito, con el objeto de 

88 ••. 



cerciorarse del cumplimiento de las disposiciont!':5 

legales y compruebe que éstas no hiin si do cumpl id"'1s 

procederá, por un lada, a retener, pt!rseguir, ambi1rqar· 

o secuestrar el vehiculo de que se trate y, por otro, a 

poner en conoc1miento de la Oirecc16n de Procedimientos 

Legales los resultados de sus acturlcianes par~1 que éstc.1 

tramíte y resuelva el procedimiento <idministrativo de 

inVestigación y audiencia. Antes de la abrogación de la 

Ley del Registro Federal de VE!hicul º"" sr~ contemplaba tm 

sus articules 43 y 47 el secuestro del vehiculo CUi111do 

existieren elementos que hicieran presumir la comisión 

de alguna infracción prevista en lali fracciones lV a 

XVII del articula 40 de dicha Ley y el inicia de un 

procedimiento administrativo de investigación por parte 

de la Dirección de Procedimientos Lf~gales .. 

En el pArrafo anterior quedó precisado que 

será la Dirección de la Policia Fiscal quien ponga en 

conocimiento de la Dirección de Procedimientos Legales 

los resultados de sus actuaciones para que en su caso 

sea ésta ante quien se tramite y resuelva lll 

procedimiento administrativo de investigación conforme 

a la sei'lalado por el articulo 83 fruc:c:i6n VI del 
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Reglamento Interior de la. Secretaria de Mac:ienda y 

Crédito Público vigente para 1990. 

Cabe hacer notar que la fracción a la cual 

nos hemos referido sólo contempla. el casa de <>eci..ue.otll4' 

y no la del embargo o retención quP- 5F.!' rP-guJ an en 

diversas disposiciones del ordenamiento 

comento. 

legal en 

Por la que atane a las Direcciones que han 

sido citadas en este apartado y que conforman parte de: 

1 a Dirección General de Audi tari a Fiscal Federa J. el 

fundamento para tramitar y resolver el procedimiento 

administrativo de investigación y audiencia lo 

encontramos en los drtlculos 65 fracción XI-BIS, 67 

fracción X, 68 fracción X y 69 fracción X; en 

cuanto a las Administraciones Fiscales Federdles, las 

Aduanas y las Jefaturas Regionales de la Policla Fiscal 

su competencia se vera contemplada por los numerale5 

129, apartado A fracción XXII BIS, 131 fracción XIV y 

132 fracción V respectivamente del R,.glamcnto Interior 

antes invocado. 
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1..._::: HE()IDAS PROVISlQNALE_!;l_ APLICABLES filo 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO ~~ 

INVESTIGACION 1 AUDIEH~lih. 

Uno de los efectos con carácter excepcional 

que conlleva el inicio del pr-ocedim1ento administrativo 

de ~nvestigación y audiencia es la adopción de medidas 

provisionales. En la Ley Aduanera se prevé que la 

autoridad, bajo determinadas circunstancias, podrá 

aplicar las medidas provisionales que considere 

necesarias para salvaguardar . el erario federal; sin 

embargo la problemática que se plantea en este punto es 

que en ocasiones la aplicación de ese medida no se 

lleva a cabo precisamente en el inicio del 

procedimiento o dentro de este, sino que mAs bien se 

aplican a..n..lf>~ de que el particular sea notificado del 

inicio del procedimiento administrativo respectivo. 

Francisco L6pez-Nieto y Mallo considera que 

una vez iniciado el procedimiento, la autoridad 

competente, podrA adoptar las medidas provisionales que 

estime oportunas para asegurar la eficacia de la 
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resolución que pudiera recaer, siempre que: 

tales 

a) Exi5tieran elementos de juicio suficientes 

para el la; 

bl Que na puedan causar perJucios 

irreparableu a las interesados; y 

e> Due no impliquen violación de derechos 

amparadas por las leyes. 

El autor en 

"1edidas no 

cita agrega 

paraliza la 

que: 1'El adoptar 

tramitación del 

expediente. Sin ~mbargo, las autoridades deberán usar 

este derecho con mucha· caute-1.a y re::>tr-icciór., pu;.,:; ne 

siempre es fácil discernir a punto fijo cuándo se dan 

realmente las condiciones exigidas por la ley, sabre 

todo, en lo que ata~e a les perjucios irreparables, 

cuya determinación rc~ulta con frecuencia un tanto 

aventurada"(28). 

A mayar abundamiento, Margarita Lomeli Cerezo 

seM'ala que "Las autoridades administrativas, salvo 

cusas excepcionales previstos en la Constitución, como 

(28) ldoom., pf>.g. 2az. 
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la e>cpropiación, no pueden privar a persona alguna de 

un derecho sin previa audiencia, esto es, sin seguir un 

procedimiento en el que el aft1ctado tenga derecho de 

presentar sus d~fensas y pruebas, y en el que se 

respeten cierta.'3 formalidades. esenciales" C29). 

De esto podemos despr endcr que la autoridad 

hacendaria, bien sea Dirección General de Aduanas o 

bien Dirección General de Auditoria Fiscal Federal, a 

travé~ de SU9 Direcciones de Policia Fiscal1 Direcc16n 

de Auditoria Fiscal a Instituciones de Crédito1 de 

Auditoria a Intermediarion del M~rcado da ValoreSJ de 

Auditoria Fiscal Entidades Paraestatales; de Auditoria 

Fiscal I~tegral; de Auditoria Fiscal a Reng;lones 

Espec!ficos; de Auditoria Fi~cal da Gabinete; de 

Auditoria de Dictámenes y de Asuntas de Defraudación 

Fiscal podrAn llevar a cabo la aplicación de medidas 

provisionales conforme a la astabl~cida por log 

numerales 80 fracciones XVII y XVIII, 83 fracción III, 

65 fracción XI-BIS, 67 fracción X, 68 fracción X y 69 

fracción X del Reglamento Interior de la Secretarla de 

(29) Lort14tl1 C•re.:i:o. WorgC1TLLa. -

Ropra1:1lvo, Prlmgra. odiclón. a:d. 
Méxlco 1P7P. pág, !S!:I 

Derecho 
Porróo., 

P'i•cat 
S:,A. •• 
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Hacienda y Crédito Público vigente para el aHo de 1990. 

Pt=nJ c.uált.!~ ~"on las medida!:. provisionales o 

precautorias que puede apl1c:a.r la a_utorldad hu.cenddria 

con base en los anteriores preceptos legales? son las 

dt!nomi nadas en la. doctrina aduanera como formas de 

afectación de la~ merc.:anc1 as• siendo estás la 

retención, persRcución, embargo y secuestro. 

Carlos Anabalón Ramirez considera que el 

Estada se encuentra dotado, por disposición legal, del 

poder de hacer cumplir en forma. compulsiva al 

contribuyente de su~ obligaciones aduaneras, siendo una 

de éstas formas la afectación aduanera, a la cual 

define coma "la facultad del pa.ra 

disponer de las mercaderias que no han satisfecho 

oportunamente el paga total de los derechos, impuestos 

y demás gravá.menes adeudadas con ocasión d.e su paso a 

través de las fronteras del territorio aduanero 11 (30) .. 

Ahora bien, en relación a esta facultad, 

( 30) Co..rvajal Conlrero.a, Máxi.mo. - D•rocho Aduan•ro, 

S•gundo. •dici.ón, Ed, Porrúo~ s. A., México 1'09d, 
pá.g. 90!1. 
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Haximo Carvajal Ccntreras 

derechos: 

señala 

DERECHO DE RETENCION 

DERECHO DE PERSECUC!ON 

DERECHO DE SECUESTRO 

DERECHO DE EMBARGO 

los siguientes 

De las ideas del tratadista ante9 mencionado 

se pueden desprender estos conceptos: 

DERECHO DE RETENCION.- En tanto que el 

contribuyente no satisfaga el pago de las impuestas o 

derechos y. dé cumplimiento a los requisitos en materia 

de restricciones y a las formalidades aduaneras, la 

autoridad tiene la facultad de retener en dominio 

fiscal a las mercancías. 

DERECHO DE PERSECUC!ON.-En los casos de que 

las mercancías sean introducidas ilegalmente o se 

presuma que se pretende cometer un ilicito, la 

autoridad tiene el derecho de perseguirlas sin que 

existan limites de jurisdicción aduanera, dentro del 
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territorio nacional. 

DERECHO DE SECUESTRO.- Cuando dentro de la 

zona permanente de vigilancia., se encuentren mercancitts 

sin la documentación que exigen las normas legales, las 

autoridades tienen la atribución de 5ecuestrarlas junto 

con los medias en que se conduzcan, cumpliendo con las 

~ormalidades establecidas. lgudl facultad tiene en los 

casos de las visitas domiciliarias en que descubran 

mercancías extranjeras sin que se compruebe su legal 

introducción., tenencia o estancia en el pais .. 

DERECHO DE EMBARGO.- Cuando al verificar el 

transporte de mercancias +uera de la zona permanente de 

inspección y vigilancia se descubran mer·cancias óe 

procedencia extranjera~ sin con1probar su legal 

importación y estancia en el pais, la autoridad podr.!i 

embargarlas cumpliendo con las formalidades legales 

establecidas. De igual manera proc~dera por las que 

descubra al practicarse una visita domiciliaria y se 

determine que procede el embargo. 

Por lo que concierne a los supuestas que 

96 •.• 



contempla la Ley Aduanera, bajo los cuales la autoridad 

hacendaria aplicarla los derechos antes mencionados, 

encontramos que el articulo 121 únicamente se~ala el 

secuestro de las mercancias y de los medios de 

trnasporte cuando dentro de la zona de inBpección y 

vigilancia permanente éstos no cuenten c:an la 

documentación a que se refieren los articulas 117, 118 

y 120 del mismo ordenamiento legal. 

En cuanto al articulo 123, que es el relativa 

a la verificación de mercancias en su transporte, se 

llevarA a cabo la prActica bien sea del ~mbargo o del 

secuestro bajo las siguientes par~metros. 

~m.a(lA.90'.- Cuando el valor de las mercanciae 

no exceda de treinta mil pesas, y el tenedor 

o propietar"io de las mismas demuestra tener 

en el pais casa habitación o un lugar fijo en 

el que desempe~e una actividad permanente, se 

le nombrará depositario~ ellas. 

Y~IA<r.- Cuando se trate de mercancias 

cuyo valor excede de treinta mil pesos, si el 
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tenedor o propietario no demuestra tener en 

el pais casa habitación o un lugar fijo en el 

que desempeHe una actividad permanente o se 

trate de mercancias de importación prohibida 

o restringida. 

Del anterior precepto podemos considerar que 

para que se lleve a cabo el ~CVl.{}Q o -.:)e.cu..eót/Ur' se 

necesitan los parámetros sc~alados, pero esta no es tan 

fAcil como pdrece ya. que como la veremos mas adelante., 

ambos términos son consider·ados dentro de la Ley 

Aduanera como sinónimos e incluso existen algunas tesis 

emitidas por la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

en las que se equiparan ambos términos. 

El articulo i23-BIS establece que al realizar 

la autoridad visita domiciliaria y durante la práctica 

de la misma ésta encuentre mercancias extranjeras cuya 

legal intraduccíón, estancia o tenencia en el pais no 

se acredite por parte del particular~ la autoridad 

procederá a ~lJ/l.Q<J/Úa-o ~ o~~ 

parámetros que se~ala el articulo 123 del 

bajo los 

ordenamiento 
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aduanero en comento. 

Si bien es cierto que el articulo 123 de la 

Ley Aduanera regula los requisitos necesarias pura que 

la autoridad hacendaria practique el emt1aryo " 
secuestro, lo cierto es que en lu prAct1cu cot1d1ana 

dichos requisitos no se adecuan a la realidad mexicana 

debido a que es un tanto dificil encontrar alguna 

mercancía cuyo valor no exceda sea de treinta mil 

pesos. Además de que por las necesidades que se dan diu 

a dia la autoridad actua de forma diversa y sin 

apegarse a lo establecido en la Ley. 

Dentro del Reglamento Interior de la 

Secretar! a de Hacienda y Crédito Pública en ví gor se 

faculta a las autoridades hacendarias a ordenar y 

practicar el denominado ~ (VU.Cll."l.Lt8~U cuando a su 

Juicio hubiere peligro de que ~l obligado se ausente o 

se realice la enajenación u ocultamiento de bienes o 

cualquier maniobra tendiente a evadir el cumplimiento 

de las obligaciones fiscales. El fundamento de dicha 

facultad lo encontramos en las articulas 67 frncción IX 

de tal ordenamiento, en la que concierne a las 
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Dir-ecciane':'". de Audi torl a Fiscal a lnsti tuc:.iones de 

Crédito¡ de Audi tor·l D Fi!">cal lntcrmed1drius 

Financieros No Bancarias; de Auditarla Fiscal a 

Intermediarios del Merc.ado de Valores y da Auditoria 

Fiscal A Entidade5 Paraestatalos; 68 fracción IX por la 

que ataf"ie a las Direccione5 de Auditorl~ Fiscal 

Integral; de Auditoria Fiscal a Renglones Especificas; 

de Auditoria Fiscal de Gabinete y de Auditarla de 

Dic:t.:i.menes; y 69 fracción IX en cuantü a la Direccion 

de Asuntos de Defraudaci611 Fiscal. 

En otro a.partado quedo establecido que laco 

anterioreg Direcciones forman parte de la Cirecci6n 

General de Auditoria Fiscal Federal, pero lo curioso 

que> encontramos en el Regl "'mento rnter1or de la 

Secretaria de Hacienda y Crédito Público es de que la 

facultad antes referida solo se contempla expre3amente 

para las Direcciones auxiliares y no para la Direccion 

General. 

Par lo que corresponde a la Dirección Gener~l 

de Aduanas conforme a lo establecido en el articulo 80 

fracción XVI 1 l del tantas veces cr.enc:ionado ordenamiento 
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reglamentario, ósta tambign podrA ordenar y pr~cticdr 

el ~~ ~a.'t...Ú4f!Á.4f' en cool"'dinac:1ón con la D1recciém 

General de Auditoria Fiscal Federal, cunndo a su Juicio 

con!iidere que hubie!re peligro de qu~ el obl1gAdo se 

ausente o realice la enaJenuc1~'in u oculL:unie·nta de 

bienes o cucJlquier maniot.Jr-a tendiente! a evadir- el 

cumplimiento de las oblioacione~ fiscale5. 

Después de haber hecho un análisis de lo 

previsto por el Reglamento Interior de la Secretarla de 

Hacienda y Crédito Público en relación a las medidas 

provisionales que 11-"\ autoridad hacendari a puede aplicar 

en base a las facultades que dentro del citado 

ordenamiento se les confieren, c:.onsiderumas necesario 

hrlcer tambión alusión a la regulado por el articulo 116 

de la Ley Aduanera, que e~ lo relativo 

atribuciones de la5 autoridade!i hacendarias ... 

.. las 

Pues bien, dentro de las facultade6 que se le 

confieren a la Secretaria de Hacianda y Crédito 

Público, conforme al articulo en comento, enccnt~amos 

que en la fracción Vil del mismo se estipula que la 

autoridad retendrá las mer~anc!as de importación y 
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expor·toción en lo~ recintos fisc:..ales y físc.alizadus 

hasta que se obtengan ln"'~ permi so5 de autoridad 

competente; se cumplan crn1 los requisitos esepPcialas y 

se cubran 1 os crOdi tos fiscal es por· un 1 ~1da y, a manera 

de separación 1 a Ley Aduanera agrega que 1 a autoridad 

estar:i. faculta da para perseguir, embargar y ~ecuestrar· 

las mercancia5 y los medios de transporte on que las 

conduzcan cuando se den los supuesto~ normativos que la 

misma Ley cstablec::c, con el objeto de quF?- se garanticen 

o puedan h1:1cerse efectivos los créditos fi-:;c:ales .. 

De este com~ntario pndemo~. d~duf:ir que lns 

figuras jurídicas del etnAa1tgd' y ó.-...cue.otlw se emplean 

principalmente, can la finalidad de que las mercancías 

o vehlculos sabre 109 que se realicen sirvan paru 

garantizar o hacer efectivo el crédito fi5cal. Cuestión 

con la que nosotras diferimos en este 

investigación~ ya que consideramos que si lo que se 

busca can el embargo es la garantía del cr~dito fiscal, 

mas bien la que se llevaría a cabo es un en1bar90 

prcc.:iutoria, y la idea que se d~spr~ndcm d~ la lC"ctura 

de diversos dispositivos contempladas tanto en 

Aduanera como en el Reglamento Interior 

la 

de 

Lay 

la 
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Secretaria de Hacienda y Cr~dita Público en de que el 

~IJ./LU4 y óuiuotlt4 son figuras afines, cuestión que 

ha sido desvirtuada en otro apartado de éste trabajo, 

pero cama simple comentario y a mayor abundamiento, la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación emitió dos tesis 

en la9 cuales equipara al embargo can el secuestro, 

como mA.s adelante se observarA de la transcripción que 

se haga de las mismas. 
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III.- PROBLEMATICA .J(JRIDICA DEL SECUESTRO 

ADMINISTRATIVO Y EL PROCEDIMIENTO 

ADMINISTRATIVO DE INVESTIGACION Y AUDIENCIA 

l.,._::_ NQCIOHES GENERALES ru;_ bQ§. ARTICULOS 1.1. t 

J..9. !<.!;. W:l CONST!lUC!ON PObITICft llii.. \,.fili. 

ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 

En capitulas anteriores se hB llegado a 

conceptualizar y analizar las figura Jurídicas materia 

del presente trabaja de tesis, ra~ón por la cual en 

este apartado se harán algunos comentarios respecto de 

la problemática que presenta la aplicación de las 

preceptos que las regulan. 

Primeramente cansideraffios importante ~e~alar 

que un sector de los tratadistas del tema ha llegado u 

concluir que el secuestro administrativo es 

inconstitutcional. Como este aspecto es esencial para 
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conocer la problemática de estas figuras en otro~ 

niveles o planos, se e!:itima importante anal izar- dlc:hs 

cuestión a la luz del contenido de lo!I articulas 14 y 

16 de nuestra Carta Magna4 

Se debe hacer notar que en el segunda párrafo 

del articulo 14 Constitucional se s~~ala eHpresamente 

lo siguiente: 

"Nadie podr:it ser privado de la vida, da le. 
libertad o de sus propiedades, posesianRs a 
derechos, sino mediante Juicio seguido Ante 
los tribunales previamente est•blecidoE, en 
el que se cumplan las formalidades esenciale~ 
del procedimiento y conforme a las leyes 
expedidas con anterioridad al hoc:ho." 

Este párrafo contiene 1-a conocida ~a. M 

a..uálen.da en virtud de la cual "lo!l particularas tienen 

oportunidad de atacar y, merced ü la intervención 

judicial, corregir las violaciones que se puedan 

presentar d las +ormalidades esenciales d .. ! 

procedimiento, aon desde su iniciac:ión, como en el caso 

de que no se les notificara y emplazara conforme a 

derecho, dejándolos sin la posibilidad de? 

defensa. Fijado el debate, la garant1a de audiencia 
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protege, tanto el desahogo de exhibir pruebas, como trl 

debido desahar;¡o de las mismas. Finalmente, gArAntiza 

la facultad de alegar, en términos de las leyes 

respectivas 1'(31). 

Siguiendo al mae9tro Ignacio Burgoa tenemos 

que dicha garantia esta contenida en "una fórmula 

compleja e integrada por cuatro garantias especificas 

de seguridad juridica, •.• y que son: a) la de qur= en 

contra de la persona, a quien 5e pretenda privar de 

alguno de los bien.es jurídicas tut~lado~ par d1c.:ha 

disposición constitucional, se siga un juic\o; b> que 

tal juicio se substancie ante Tribunales previamente 

establecidos; e) que en el mismo se observen 1 ali 

formalidades esenciales del procedimiento, y d) que en 

el fallo respectivo se dicte conforme a las leyes 

existentes con antelación al hecho o circunstancia que 

hubiere dado motivo al juicio." (32) 

(31) Uargaln. Hugo JJ. - Lou D•r"choe Indi.vi.cluGLtea 
.1ui.clo dc» Amparo wn Wa.t.•ri.a Adm1.n~ut.ra.t.i.vo., 

Pri.mera edi.ci.Ón, Talleres do Ym~re&ión de 
Eat.ampi.Una y vatoroa, Méxlco J..P5D, pág. CD. 

(32) Burgoa., Igno.ci.o. - Le.e Oarantiaa Ind.i.vi.dua\qu. -

Déci.mo.oxla. ediclón, Ed. Por rúa., s. A. • Mé>.:ico 
S.PGZ. pág. :Jt!I. 
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Ahora bíen, efectos de 

investí gac:ión considerumo~, de =.um.:i 1 mpnrl.:inc.i a hacer 

algun~s anotaciones en torno lns garantl as 

espec::if1cas de seguridad juridi.ca que conforman el 

numeral en comento. Como primer punto diremou que el 

acto de autoridad que se condiciona en esta qarar1t!a es 

entend1 endo a como "l <t 

consecuencia o el regultado de un acto de autoridad y 

se traduce a pu~de consi~tir en Uf\a rner·ma o 

menoscabo (disminusi6n) de la e~fera jurtdica del 

gobernado, determinado por el eqreso de alyún bien 

material o inmaterial (derecho>, constitutivo de 

la misma <desposesión o despojo}, eHl1 como en la 

impedición para ejercer un derecha. 11 (33J 

De aqui deducimos que si la pr~vación de un 

bien material o inmaterial es la ''finalidad connatural 

perseguida por un acto de autar·idad, áste asumir.~ el 

carácter de privativo; por el contrario, si cualquier 

acto autoritario, por su propia 1ndole 9 no tiende a 

dicho objetivo, sino que la privatión que ~e origina os 

(33) BurgoG, op. cit.~ pág. :S:ZS>, 
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sólo un medio para legrar otros propósitos, no será 

acto privativa sino de molPstia •. "(34) Ouedn entonce~ 

establecido que el acto que se regula en el citado 

precepto constitucional es el de privación. 

Por lo que se refiere a los valores 

jurldicamente protegidos en contra da dicha acto de 

privación encontrarnos, entre otros, a la propiedad y a 

la posesión. En cuanto al primero de ellos, la gnrantla 

protege los derechos subjetivas fundamentales qu~ 

derivan de la propiedad y que son: el de uso, f~l de 

disfrute y el de disposición, situación que ha sida 

contcmp 1 n.da en forma símil ar por 1 o que cor· responde a 

la posesión. si~ndo necesario cclarar qu~ no cualquier 

posesión esta protegida por dicha norma 

constitucional, sino sólo aquella en lu que ltl 

facultad persona.! inherente a. una situación concret.n 

sea imperativa, obligatoria y coercitiva. 

Ahora bien, el articulo 14 ConGtitucional, en 

términos generales h~cc la importante prevención de 
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que, en toda juicio, deben de cumpl irsf~ 1 .... 

formalidad es esencial es del procL•di ini en to. Para tal 

efecto consideramos anortur10 hacer lü citrl de lJna tesis 

emitida por el Pl~no de la Supr-erna Corle de 

Justicia de la Nación, la cuul mue_..stra la t:?Senc:ia df~ 

dicha garantia. 

AUD l ENC l A, GARANT !A OE, REQU 1 SI TOS QUE DEBEN 
DE CONTENER LAS LEYES PROCESALES EN RESFETO A 
LA- De acuerdo con el esplritu que anima el 
articulo 14 Constitucional, a fin d~ quGl la 
Ley que establece un procedimiento 
administrativo, satisfaga la garantia de 
audiencia, debe darse oportunidad a los 
afcctu.da~ para quu sean oidos en deft~Tlsa., 
antes de ser privadas de sus propiedades, 
posesiones o derechos, con la única conrhc:1ón 
de que se respett~n li.l.s formalidades 

-esenciales de todo procedimiento. Este debe 
contener "Etapas Procesales", las que pueden 
reducirse a cuatro; Una etapa primaria, en la 
cual se entere al afectado sabre la mater1a 
que vers~ra el propio procedimiento! que se 
traduce siemprr:c> en un acta de nati·ficación., 
que tiene por finalidad que conozca de 10 
existencia dul procedimier1to mismo y d~jarlG 

en aptitud de preparar su defensa; una 
segunda, que es la relativa a la dil~ción 
probatoria, en que pueda aportar los m~dias 

convictivos que estime pertinentes; la 
subsecuente es la relativa a los alegato~ en 
que se de aportunidad de exponer las rnzones 
y ca11si d~r-C:J.c.:i ones l ~yal es cor-respondientes y, 
por último, debe dictarse resolución que 
decida sobre el asunto. 

Amparo en revisión 849/78 OscDr Ferná.ndez 
Garza. Unanimidad de 18 votos. 

Informe 1978, Pleno, pág. 316. 
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Después de haber realizada di versos 

comentarios en torno al d.rti culo 14 Cansti tucional, 

pasaremos a hacer alusión del contenido del articulo 16 

del mismo orden~miento legal. Por lo que corresponde al 

primer p~rrafo dP.l citado dispositivo encontramos el 

siguiente texto: 

"Nadie puede ser molestado en eu persona, 
familia, domicilio, papeles o posesiones, 
sino en virtud de mandamiento eser-ita da la 
autoridad competente, que funde y motive la 
causa. legal del procedimiento." 

Esta primera parte del articulo en comento, 

según 1 as pal abr·as cie Huga B. Mu.rg.3.1 n amplla más el 

principio de legalidad, al establecer taxativas al 

Estado que le impiden molestar a una persona o a su 

familia, invadir su domicilio, revisar sus papeles e 

intervenir en sus posesiones, a menos que medie una 

orden escrita de la autoridad con competencia 

constitucional, en la cual se funde y motive la caus~ 

legal del procedimiento. 

r, ffi.J.yor. ahundami en to' diremos que el 

principio de legalidad cantanida ~n ésta pr'imera parte 
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del precepto en comento, puede 5er violado par· l& 

autoridad en tres distintas situaciones: con una simrJla 

molestia infundada al particular; cuando dicta un 

mandamiento sin tener bd.Se legal y s1 l~x1c:;t1endo 

fundamento legal, la autoridarj ordenadora no es la. 

competente. 

En términos generalecs dicho numeral SE! 

conforma de tres distintas partes: la primera, se ocupa 

del principio de legalidad, antes aludido, prohibiendo 

molestias injustificadas a las personas y sus fami]ids; 

la segunda, establece los requisitoñ constitucionales 

de las aprehensiones ordenadas por el Efitada y las 

circunstancias en que un sujeta pueUe s~r dotenido, y 

la tercera, se~dla los requisjtos legales de las cateas 

y visitas domiciliarias. 

Conviene mencionar que dentro de los biunes 

jur!dicos tutelados por este articulo 9e encuentran las 

bienes muebles o inmuebles que esten bajo el poder 

posesorio de una persona, pudiendo ser el particular 

tanto el poseedor originario como el derivado, pero no 

como simple detentador. Esto viene aunado a que la 
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violación que se diera u lds garantías de seguridad 

juridica consignadas en 'dicho numeral 

propiamente con el objeto de re!iolver 

posesorios. 

no 

c:nnflicta5 

Par lo que concierne a la garantía de 

mandamiento escrito, para que sed satisfecha dicha 

garantía, no basta que el mandamiento ~e emita para 

realizar algún acto de molestia en alguno dce los bienes 

que contempla el citado art1culo 7 sino que es menester 

que al particular se le comunique a se le dé a conocer; 

ésta comunicación o conocimiento pueden ser ünteriores 

o simultáneos a la ej~cución del acto de molestia, pu~s 

la exigencia de que éste conste en un mandamiento 

escrita 1 sólo tiene como finalidad que el gobernado se 

entere de la fundamentación y motivac:ióti legales del 

hecho autoritaria que lo a~ectev asi como de la 

~utoridad de que provenga. 

Unicamente con el ánimo de dar una visión 

general de los parámetros que condicionan al CATEO 

seNalaremos lo &iguiente1 Entendemos por ~, al 

registro o inspección de sitios o lugares con el fin de 
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descubrir ciertos objetos para evidenciar deter"minada:~ 

circunstancias , de aprehender a algún sujeta o tomar 

posesión de un bien~ 

Al resp~cto Ignacio Burga a comenta lo 

siguíente: 

a> La primera garantia de smguridad jurldica 

que.condiciona el acto de catea ~~triba en que la orden 

respectiva debe emanar de ~utoridad judicial en el 

sentido icrmal del concepto, es dec1r, de un órgano 

autoritario constitutiva del Poder Judiei~l, bien local 

o federal. 

b) En cuanto a su forma,, dicha orden debe 

constar por escrito. 

e) La orden de catea nunca debe ser genera.l, 

debe versar sobre cosas concret~mente seNalades en ell~ 

y practicarse en un cierto lugar. 

d> Par último encontramos la obli~i\ción 

impuesta a las autoridades que practican el cateo dtt 

que una v@z concluida la diligencia respectiva, se 

levantará un acta circunstanciada, en pr·E!~ent:i;J de das 

testigos propuestos por el ocupante del luge\r cateado o 

en su ausencía o negativa por la autoridad que 

verifique aquella. 
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En cuanto al contenido del segundo párrafo 

del articulo 16 Constitucional podemos hacer los 

siQuiantes cometarias; haciendo una transcripción 

previa del mismo: 

ºLa autoridad administrativa podrá practicar 
visitas domiciliarias únicamente para· 
cerciorarse de que se han cumplido los 
reglamentos sanitarias y de policla; y de 
e~iQir la exhibición de los libro~ y püpeles 
indispensables para comprobar que se han 
acatado las disposiciones fiscales, 
sujetándose en estos casos a las leyes 
respectivas y a las formalidades prescritas 
para los cateas." 

De lo nnterioi- pademcm ostnbl~cer que le:s 

autoridades fiscales tienen l& fucull&d co11stituciur .. :il 

para exigir la eKhibición de libros y papeles, con el 

fin de comprobar el cumplimi~nto o el incumplimiento de 

las disposic:iones fiscales en materia. tributaria., por 

1 a que toda. exigencia autrn- i lur id que carezca úe di c.hü 

finalidad no se encuentra. ajustada a derecho. 

Al respecto consideramos importantesa 

respecto Alfon!:io Nava Negrete 

emitió un veto particular en el recurso de revisión No. 
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648/85, del cual hace el siguiente comentario "No dabe 

de confundirse a nuestra juicio la visita domiciliar1a 

con la inspección ad mi ni strati va.. En a.mba10. 

ciertamente. se vigila el fiel cumplimiento por los 

particulares de ordenamientos administrativos, p~ra en 

la primera la autoridad tiene necesidad de penentrar en 

el domicilio del particular y hacerlo con 

condiciones que la mi9ma Constitución fija; en cambio 

en la segunda~ el lugar o domicilio ~sta abierto al 

público y no s61o a la autoridad." <35) 

Dentro de este marca de idea5 y a mayor 

abundamien~o, diremos que 1 a autoridad hac:mndar i a !iU! 

encuentra facultada para llevar a cabo l~ verificación 

del debido cumplimiento de las dii;;¡posicionei:i fiscales 

por parte de las particulares a tr~vós de su función 

fiscalizadora, entendiendo a é9ta como l~ acción 

llevada a cabo por los agentes del Fisco o mus 

auxiliares por medio de la cual verifica si lo!ü 'Sujetos 

pasivos y terceros vinculados en la relación 

(35) Na."a. Nogrot.o, Al.f'ongo. - Jlo"\.sla del Tri..bunal 

Fieea.l de \.a Fodera.ci.ón, No. P'!J, Hovi•m'br• 190?, 
M~i..co, pág. !15'3, 
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juridica-fiscal. han cumplida con las abligacioneL 

legales correspondientes. Sin embargo, es indudBble que 

todo procedimiento de fiscalización constituye para al 

gobernado un acto de maleslia, ya que se le va a 

afectar en su persona, drnnic:1 l ia. papeles o pos1:?sione5, 

siempre y cuando no 

requisitos: 

se reunan los niguientes 

a) Que exista un mandamiento escrito. 

b) Que sea emitido por un órgano de autoridad 

competente .. 

e> Que esté debidamente fundado y motivado. 

dl C!ue además, en el caso de visita 

domiciliaria, ésta se ~u jete a las l~yes 

respectivas y a las formal idadcs 

prescritas para los cateas .. 

De lo antes comentado r-esulta que la 

realización del secuestro de mercancias y sus medios de 

transporte as un acto de ilUtaridad que causa evidentes 

molestias a los particulares. Ahora bien, el decretar 

un secuestro administrativa está permitida por la~ 

articules 14 y 16 Constitucionales o pu12de ser 

violatario en si de garantias individuales?. Nuestro 
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m~s Alto Tribunal ha determinado que na ~e violan 

garantlas, como se ver~ en el siguiente apartado en 

diversas tesis de las cuales el criterio a seguir ha 

sida en relación al articulo 14, má~ no asi d~l 16, 

considerando que es propiamente aqui donde se dan 

diversas violaciones a la Constitución~ 
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2.....::_ CRITERIOS ~LA SUPB!iMA COi-!IE DE JU5HCII\ 

COLEGIADQS 

APMINlSTRATIVA EN B~LACJ..Qtl eh SECLJES..l.E.Q 

ADMINISTRATIVQ ~ EL AMBJTO ADUANAL. 

Dentro de este apartado queremos hacer la 

transcripción de las diversas tesis que en relación con 

el secuestro administrativo en materia aduanera ha 

emitido nuestro m~s alto Tribunal., parn concluir qui!? no 

es violatorio en sí de garantias individuales. 

SECUESTRO O EMBARGO, OBSERVANCIA DE LA 
GARANTIA DE AUDIENCIA DENlRO DE UN 
PROCEDIMIENTO PARA EL CASO DE. D.ol texto óel 
segundo párrafo del artl culo 14 
Canstituciannl, que consagra l.a garnnt1a de 
audiencia, se desprende que para que proceda 
la privación de ~launas de los bienes 
tutelados par este precepto <propicdPctesl 
posesiones o derechos) es necesaria que medie 
un juicio en el que el afectada, después de 
ser oido y admitidas sus pruebas, rmsulte 
vencido, caso en el cual ya no puede 
considerarse conculcada la gnrantia de 
audiencia. En estas condiciones, si dentro de 
un procedimiento o previo a el, una autoridad 
competente privu a un particular de una 
propiedad 9 posesión o derecho 9 no puede 
considerarse que dicha privación sea 
definitiva y que con ella se viole la 
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oarant1a de audiencia, pue5 pr~c1sa.mente ol 
acto de secuestro tiene lugar dentro o previo 
al procedimiento En el qu~ 5C cita ~! 

afectado paru que ha!J.=! valer sus defnnsu:ls, 
estando siempre sujeto el acto de privación a 
las resultas del procedimiento, para que en 
casa de que el afectado resulte vencido se 
lleve a cabo la privación defir,itiva. 

Amparo en revisión 3387/71.- Jorg~ López 
Avila. 2 de octubre de 1973. Unanimidad de 16 
votos. Ponente: Carlos Del Ria Rodríguez. 

Pleno. Val. 58 del Semanario Judicial de la 
Federación, pág. 47. 

SECUESTRO DE MERCANClAS. LOS ARTICULOS 6TO, 
561 y 588 DEL CODIGO ADUANERO NO VIOLAN EL 
ARTICULO 14 CONSTITUCIONAL. Tomando en cunnta 
que la práctica de la visita a que se refiBr~ 
el articulo 83 del Código Fiscal da la 
Federación tiene por objeto, entre otro6 
cerciorarse del cumplimiento de las 
disposiciones fiscales y comprob~r la 
~omisión de infraccioric~ a di chao 
disposiciones,. y que c:on bast? l-?n la citada 
investigación ~n su caso,. se determinara el 
crédito fiscal relativa, y que la garantia d~ 
audiencia consagrada por'" t~l articulo 14 
Consti t1icional, debe de interpretarse en el 
sentido de que lo que dicho precepto prohib~, 
es que se prive en forma def 1nit1va a la~ 

gobernados de sus propiedade~, posesione~ o 
derechos, sin habérscles oido en defensa''i cJ~ 

sus intereses, par tanto, si ~n un 
procedimiento administrativc de invegtigación 
fiscal o previamente al mismo, ln autoridad 
competente retiene de manera provisional 
bienes que se encuentran en posesión del 
investigado, tal acto de retención no debe de 
considerarse definitivo y menos aún 
vialatorio de la garant!a de audiencia, en 
virtud de que constituye una m~did.::. 

precautoria que en todo caso esta supetitada 
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a la resolución final QLlP qe dicte al 
concluir el procedimi~nto administrativo 
coresponrJiente, en el que el <.J.fecl.:..do ~~ln l:'n 
posibilidad legal de hacer valer sus 
defensas con 1 a c~mpl i tud que exige el 
articula 14 de la Constitución Federdl, 
puesto que en el p11ede ¿oncurrir exprcsdndo 
los argumentos legales que estime proceduntes 
en contra de los actos que lo afecten y desde 
luego ofrecer y rendir las pruebas 
cor·respondientes. Por consiguiente, el 
secuestro de mercancias previsto en los 
articulas 6to., 561 y 588 del aludido Código, 
no es un acto de privación definitiva, sino 
unicamente una retención provisional de 
bienes. Asimismo, ademd.s de que en el 
procedimiento de investigación, conforme a lo 
establecido en el articulo 857, fr .. 'tc:c1ón VII, 
del Código Aduanera, se d~ intervención ü los 
afectados can el secuestro de las mercancia~, 
los artlculos 614 y 616 del indic~do 

ordenamiento legal estaUl ec~n un recur·so en 
el que también se da. oportunidad a los 
afectados de ser oi dos en defensa de ~.us 

intereses, antes de ser privados en forma 
definitiva de las mercancías de referencia .. 
Por último, en las término5 de las articulaa 
587 y 612 del Código Aduanero, las 
autoridades aduaneras antes de privar a los 
particulares en forma definitiva de los 
bi.enes que se encuentran en su poder tienen 
la obligación legcll de iniciar procedin1ionto 
adminístrativa de investigación en contr.:\ de 
los citados particulares. En estas 
condiciones, debe de coru:luirst:> que lag 
articulas 6ta., 561 y 588 del ordenamiento 
legal antes mencionado, no son violatorios de 
la garantía de audiencia consagrada en el 
segundo pá.rrafo del articulo 14 
Constitucional .. 

Amparo en revisión 8539/82.-Remsa Comercial, 
S.A DE C.V. 10 de abril de 19R4. Unanimidad 
de 18 votos. Ponenten Alfonso López Aparicio. 
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Plena, Vol. 53 del Semilna.r-io Judtc.ial de la 
Federación, pág, 47. 

Par lo que atal."1e a los TrtbunalF-s Coley1ados 

de Circuito en Materia Adm1nistr·dt1va podemos desLacar 

los siguientes criterios, que son acordes a la postura 

adoptada la Suprema Corte de Justicia de la Nación: 

SECUESTRO AOH!NlSTRAT!VO SIN AUDIENCIA 
PREVIA. NO ES V!OLATORIO DEL ARTICULO 14 
CONSTITUCIONAL. Canfor me i'll articulo t 12, 
fracción III, del Código Fiscal de la 
Federación queda a juicio de le autoridad 
fiscal el asegurar bienes de los causantes, 
por medio de la medida cautelar, cuando 
hubiere peligro de que se dé cualquiera de 
las hipótesis que se?iala ln citada fracción., 
es decir., ausentismo del causante, 
enajenación u ocultación de sus bienes o 
realización de cualquie1- mo;tniobra tendiumte a 
dejar insoluto un crédito. El aseguramiento 
que establece c~ta disposición es merament~ 

cautelar o preventivo, ·no unn privación de 
derechos en forma definitiva, toda vez que 
esto puede o no realizarse; en efecto, en la 
especie se est~ ante una acto unilaler-al y 
discresíonal de la autoridad f1sc<.t 
autorizado por la Ley de la m~t8rLa 

atendiendo u las manifestaciones presunt1vcs 
de las hipótesis uryentes que anteceden ~ la 
rnedida cautelar, de donde se desprende que na 
puede considerarse q11e la privación de 
d~rechos que entrana dicho secuestro 9ea 
definitva y que por ello previamente deba 
respetarse la garantia de audiencia, ya que 
será en el procedimiento que deberá iniciarse 
para determinar y liquidar el crédito fiscal~ 
en los tórm1nos del últ.imo párrafo del 
articulo en comer"tario, en donde el causante 
podrá hacer valer sus defensas pertinentes. 
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Amparo en revisión '2~/76.- José Fernando 
Espino Ruiz y Rodolfo Carrillo Barragán. 4 de 
febrero de 1976. Unanimidad de votos. 
Ponente: Felipe López Contreras. Secretario; 
Angel Michel Sánchez. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA 
ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

Informe 1976, Tercera Par·te, ·rr·ibunales 
Colegiados de Circuito, p~g. 121. 

SECUESTRO ADMINISTRATIVO. NO ES VICLATOR!O DE 
LA GARANTIA DE AUDJENCII\ POR SER UN ACTO DE 
PRIVAC!ON PROVISIONAL Y NO DEFINITIVA. El 
ar ti culo 14 Con si tuticional deba 
interpretarse en el sentido de que, lo que 
dicho precepto prohibe, es la pr1vac1ón en 
forma definitiva a los gobernados de sus 
propiedades, posesiones a derechos, sin 
habérselcs o1do en defensa de sus interese':.°">< 
Ahora bien, del acta de inspección, 
secuestro·y notificación de procedimiento se 
advierte en'.:re otras cosas, en primer lugar, 
que se secuestró •?l vehi culo que en 1 a misma 
9e describe para garantizar el monto de las 
multas que en su caso procedan: en s~guncio 

lugar, que se notificó al poseedor el inicio 
del procedimiento administrativo 
correspondiente y, en terc:er lugar, que 6e le 
concedió un plazo de 10 dias hábiles para 
ofrecer las pruebas a que su derecho 
convengan. Por tanto, el secuestro 
administrativo reclamado no es un acto de 
privación definitiva, sino un acto de 
molestia que implica únicamente una retención 
provisional de bienes, de manera que na viola 
en perjuicio de la quejosa la garantia de 
audiencia, máxime que en el pracr->dirriicntc 
administrativo correspondiente la afectada 
está en posibilidad legal de hacer valer sus 
defensas, con la amplitud que exige el citado 
articulo 14 Constitucional. 
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Amparo en revisión 2518/87. - Mig1...1el f\lejondro 
VerQara Camar·end.. 14 de tll.iril dH 1968. 
Unanimidad de votos. Ponente: Oav1d 
Delgadillo Guerrero. Secretario: Jose Pahlo 
Sayago Vargas. 

CUARTO TRI[llJNAL COLC:G!ADD EN MATERIA 
ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

Informe 1988, Tercera Parle, Tr1bL1nalvs 
Colegiados de Circuito, pág. 178, Vol. l. 

VEHICULOS. SECUESTRO EFECTUADO POR LA 
DIRECCION DEL REGISTRO FEDERAL DE. SU 
INCONSTITUC!ONl\LIDAD. Carece de razón la 
responsable Unidad Regional Fronteriza del 
Registra Federal de Vehículos, al pretender 
que puede, como ocurrió en el c~so concreta, 
desposeer a los particulares sin sujeción a 
un proc~dimiento administrativo y 
desconociendo para estos la garantía de 
audienc.i" consagrada en la Ley fundamental 
del país. La Ley del Registro Federal de 
Vehiculos, en su titulo 5exto, regula el 
procedimiento administrativo en materia de 
infracciones y concretamente, en el numeral 
43 autoriza el secuestro de vehlculos cuando 
eMist~n elementos que hagan presumir 
+undamente las infracciones prevista5 en lLls 
fracciones lV a XVII del articula 40 de la 
misma legislación; empero, el pr·1mero de esos 
preceptos no autoriza a la responsable a 
practicar los secuestros en -forma arbitraria 
y sin sujeción a ninguna regulación legal y 
procedimental, pues salvo en lo& casas a que 
se refieren las tres primeras fracciones del 
articula 40 de la Ley invocada, se hace 
necesario, conforme al diverso articula 46, 
iniciar el procedimiento administrativo para 
invc~tigar y comprobar le comisión de 
infracciones a la Ley, e imponer las 
sanciones correspondientes, a efecto de 
observar las formalidades que exigen los 
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articulas 14 y 16 de la Constitución General 
dela República •. 

Ampara en r~visíón 142/85.- Dirección General 
del Registro Federal de \lehlculos 17 de enero 
de 1986. Unanimidad de vOtas. Ponente: Sergio 
Javier Coss Ramas. Secretarios Ignacio Flores 
Anguiano. 

TRIBUNAL COLEGIADO DEL DECIMO QUINTO CIRCUITO 

Informe 1986, Tercera Parte, Tribunales 
Colegiados de Circuito, pág. 579, Vol. II. 



3.- INCONSTITUCIONALIDAD ~[;h. ARTICULO 123 ~!..§_ 

DE LA LEY ADUANERA. 

En los anteriores apartados se dió una 

panorAmica general de la postura doctrinaria que ata~e 

a los articulas 14 y 16 de la Constitución Politica da 

los Estados Unidos H~xicanos, asi como de los diversos 

criterios que se han omitida por la Suprema Corte d"' 

Justicia de la Nación y los Tribunales Colegiados de 

Circuito en Hateri.i Administrativa en relación cun el 

Secuestro.Adminíst.rativo en Materia Aduanera. Por la 

que ahora nas corresponde hac~r el pl antea..niento de la 

problemática que presenta el articulo 123 Bis de la Ley 

Aduanera, que en nuestra opinión es inconstitucional .. 

Una vez establecido lo anterior diremos que 

dentro de las atribuciones de la Hacienda Pública 

encontramos dos funciones básicas que se complementan y 

retroalimentün entre si: la fiscalizadora y la 

recaudadora. La primer.a investiga y actúa según las 

circunstancias, para asegurar que al particular pague 
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1 o que 1 e car responde Lle ucutff úo a l u dispuesto 1..:n la 

ley; la segunda, recibe, registra los pagos, verifica 

que las declaraciones se presenten, se encarga de 

recibir los pagos de los grdvámenes fiscales que no se 

hagan mediante la presentación de declaraciones 

periódicas y emite resoluciones que proceden como 

consecuencia de los ~etas de fiscalizacion realizados. 

Asi consideramos en términos generales a la 

fiscalización como aquélla acción llevada a cabo por 

las autoridados ha.cendaria.s con el objeto de percatar5e 

de que los particulares han cumplido con las diversas 

obligaciones que establecen la~ dispo~iciones legalc~ 

aplicables. Esta facultad de fiscal i zaci 6n se 

encuentra contemplada por el parrafo segundo del 

articulo 16 Constitucional, comúnmente conocida como 

u0iAa d4micUla/úa.., sin embargo dicha 

fiscalización al ser llevada a la 

presentado diversos problemas, entre 

encontramos el secuestro administrativo. 

fac:ul tad 

práctica 

de 

ha 

los cuales 

Ahora bien, en capitules anteriores quedó 

establecido que dentro de las facultades de que goza la 
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autoridad, conforme a. 1 o ~: .. :.t:::ríol ada por el Regl ~"lmQnt o 

Interior de la Secretaria de ~iac1enda y Crédilo Público 

en su parte conducente, encontramos 1 a de oco.u.:)t-°l.a/L la. 

m..e/l.Ca.n.d. a. cuya legal i ntroducc1 ón, e&tanc i a o tenencia 

no sea comprobada por el particular dentro de la 

realización de una visita domiciliaria. El funda.mento 

de e!ita facultad también lo tenemos en el c:ontanido de 

los' articulas 123 Bis de la Ley Aduanera y 174 del 

Reglamento de la Ley Aduanera. 

El cuestionamiP.nto que se planten dentro del 

desarrollo de ésta facultad os de que si bien es cierto 

que la autorid~d gaza constitucionalmente de la 

facultad de llevar a cabo visita domiciliaria a lam 

particulares, ésta es únicamente con el fin de 

cerciorarse de que é&tos han cumplido las dispogiciones 

fiscales y no asi el de practicar el secuestro de la 

mercancia, ya que este acto, aunque ~e ha considerado 

provisional por una parte, no se encuentra previsto por 

el contenido del precepto constitucional en comento y, 

por otro, no deja de ser un acto de molestia que afacta 

la esfera juridica del particular, ~s má~ en ningún 

momento se plantea el paga de da~os y perjuicios que 
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pudiera hacerse al particular de comprobarse que este 

si ha cumplido con las di spasiciones fiscales 

conducentes. Desde luego esto seria en diversos casos 

como el de que la mercanc:ia secuestrada fuera de 

dificil reparación o bien que el tiempo en que ~e 

llevase a cabo el trámite procedimiento 

administrativo de investigación 

de 

y audiencia sea 

demasiado largo y esto afectase el estado de la 

mercancia en el momento de ser devuelta por la 

autoridad, bien por encontrarse incompleta, da~ada o 

fuera de uso, como se han dado diversas casos en los 

cuales los particulares han promovido los medias de 

defensa correspon~ientes en contrc:l de tales 

irregularidades y que la ley na contempla. 

A mayor abundamiento queremos hacer la 

referencia de la tesis jurisprJdencial Número 12 

emitida par el Primer Tribunal Colegiada en Materia 

Administrativa del Primer Circuito, del Informe de 

Labores de 1973, visible a pAgina 13 y cuyo contenido 

es el siguiente: 
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AUDITORIAS, VISITAS DE INSPECC!ON O, V 
SECUESTRO DE LIBROS V DOCUMENTOS. SUSPESION. 
Aunque la prActica de una visita consiste de 
actos de tracto sucesivo, la práctica de 
visitas y la exigencia de que se exhiban 
libros y papeles para comprobar que se han 
acatado las disposiciones fiscales estan 
autorizadas por el articulo 16 
constitucional, por lo que hay interés 
público en que no se suspendan tales actos, 
yc:t que no se satisface el requ1 si to de 1 a 
fracción segunda del articulo 124 de la ley 
de amparo. Por lo dP.mác la madida cautelar si 
resultará procedente cuando se reclame la 
resolución dictada coma cansocuencia de la 
visita, en la que se finque alqón crédito a 
cargo del visit"'-do. Sin embd.rQo, la 
suspensión si es procedente por la quE:? hace 
al secuestra de libros y documantos, pues 
esos actos pueden cauaar perjuicios da 
dificil reparación a los af~ctado~ 

<especialmente si se considera que les 
autoridades fiscales na suelen indemnizar las 
daNos y perjuicios que causan con sus actos 
ilicitos), y el otorgamiento de la medida 
cautelar, en cambio, no causa mayores daNos 
.al fisco, ya que la visita puede seQuir 
adelante y se pueden examinar los libros y 
documentos, aunque sin.proceder al secuestro, 
el que si bien, na queda eMpresamentm 
prohibido por el precepto Constitucional, 
tampoco queda tutelado por 41. 

Amparo en revisión 724/72 Ropa Capitolio, 
S.A. Unanimidad de votos. 
Amparo en revisión 700/72 Honorio Morales 
Tello. Unanimidad de votos. 
Amparo en revisión 731/72 Carlos Pérez Moreno 
Unanimidad de Votes. 
Amparo en revisión 727/72 Camarauz, s. de 
R.L. Unanimidad de votos. 
Amparo en revisión 687/72 Telas Modernas, 
S.A. Unanimidad de votas. 
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Ahora bien al inicio de la exposición de o5te 

aµ arlado c.omt=ntamos brevemente que nasalr O!;i 

consideramos inconstitucional el contenido del artlclJlo 

123 Bis de la Ley Aduanera, debido a que éste va más 

allá de lo establecido por el segundo párrafo del 

articulo 16 constitucional, referida básicamente a que 

la autoridad únicamente se encuentra facultada p•ra 

real izar vi si ta domiciliaria. con el ánimo de 

cerciorarse de que los particulares han cumplido las 

disposi.cianes fiscales conducentes, mAs no as! el de 

secuestrar la merc:ancia extranjera cuya legal 

introducción, estancia o tenencia no fuese comprobada 

por éstos~ Al respe~to nos remitimos al criterio que ha 

sido considerado por el Primér Tribunal Colegiado en 

Materia Administrativa del Primer Circuito y del cual 

la idea principal es en relación a la afectación que 

pueden sufrir las particulares en el desarrollo de una 

visita damiciliaria, que ya quedó 

párrafos anteriores. 

transcrito en 

No es obstáculo alguno para 

anterior consideración, el que dentro 

Adnuanera se prevea la posibilidad de 

llegar a la 

dn la L"Y 

realizar el 

130 ••• 



secuestro en vir"tud de que la constitucionalidad o 

i nconsti tucí cna.l i dad de su ar ti c:ul a 123 Bi !:i. no se ~sta 

haciendo depender da la aplicación que del mi~mo hagan 

las autoridades hacendarius a cada caso en concreto si 

no que, en nuestra opinión, depende de que su texto 

pugna con el texto expreso del articulo 16 de la Ley 

Fundamental. 

Para reforzar lo anterior sa transcribe a 

continuación la tesis sustentada por la Segunda Sala de 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación y que se 

encuentra visible en el Apéndice de Semanario Judicial 

de la Federación 1917-1975, Tercera parte, página 844: 

REGLAMENTOS ADMINISTRA1IVOS INCONST!TUCIONA­
LIDAD. - DEPENDE DE SU PUGNA CON LA 
CONSTITUCION FEDERAL Y NO DE LOS ACTOS DE 
APLICACION DE LOS MISMOS POR LAS 
AUTORIDADES.- La constitucionalidad o inccns­
titucionalidad de tos preceptos de un 
reglamento administrativa no puede depender 
de la aplicación que, de ellos en cada cago 
concreto, hagan las autoridades, sine de su 
teHto mismo, en cuanto pugne o no con la 
Ley Fundamental. 

De lo considerado en linea anteriores y de la 

expuesto en la tesis que se acüba de transcribir, 
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podemos concluir como inconstitucional el contenido da 

los articules 123 Bis de la Ley Aduanera y 174 del 

Reglamento de la misma , en la parte que prevé el 

~eci.u.oVur a.dm..lnl~VL.a.tlu6; en virtud de que con ello se 

rebazan los lineamientos que para la práctica de la 

visita domiciliaria se consignan en el segundo párrafo 

del articulo 16 Constitucional, siendo importante 

mencionar que ni en este precepto de la Constitución 

Federal ni en algún otro se permite el secuestro 

administrativa en controversia. 

Resulta pertinente aclarar que no por el 

hecho de que el secuestro administrativo sea 

provision~l deja de ser inconstitucional, ya que este 

se encuentra relacionado con una falta de apoya 

constitucional para realizarlo y no con el que un acto 

provisional sea violatorio de garantías individuales. 
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4.- MEDIOS DE DEFENSA DEL PARTICULAR EN CONTRA 

llliJ,. SECUESTRO ADMINISTRATIVO 

fil!! MATERIA ADUAN!;¡ffi 

En el presente apartada se pretende dar una 

vi s.i 6n panorámica de 1 os di versos med1 os de def enea con 

los que cuentan los particulares para combatir los 

actos de las autoridade& relacionado~ con el secuestro 

administrativos y con acuerdos y resoluciones dictadas 

en el procedimiento administrativo de investiQación y 

audiencia, asi como actos colaterales que tambiéon 

afectan los intere5es jur1dicas y patrimoniales de las 

contribuyentes. 

Lo anterior se considera importante d•da las 

caracterlsticas peculiares de las figuras jurídica~ que 

han sido materia de anAlisis dm éstm trabajo de 

investioación, aclar~ndose que el estudia de tales 

medios de defensa será solamente de manera superficial 

canm el Anima primordial de dar unA visión generalizada 

de las mismos. 
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Por principio de cuentas entendemos por medio 

de defensa a aquél conjunto de garantías y derechas que 

son inherentes al particular que la autoridad debe da 

respetar, ahora bien, esos medios de defensa le van a 

permitir al gobernado que en el mismo momento en que 

vea vulnerada su esfera juridica pueda accionarlos para 

protegerse de dichos actos de autoridad. Entre los 

actas administrativas que se interponen directamente 

ante la Autoridad Administrativa tenemos el recurso 

administrativo. por lo qu~ concierne a los actos 

jurisdiccionales que se interponen ante la autoridad 

jurisdiccional encontramos al juicio de nulidad, el 

Juicios de amparo directo y el Juicio de ar.iparo 

indirecto. 

RECURSOS A D M I N I 8 T R A T I V O S 

Los actos de las autoridades hacendarías 

deben de estar fundados en leyes u ordenamientos que 

vayan acorde con los lineamientos de legalidad que se 

contemplan en nuestra Carta Hagna, sin embargo no 

siempre la actuación de éstas se ajusta 

ordenamientos en que se funda., ya 

a 

sea 

los 

por 
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interpretaciones erróneds, eHceso en el cumplimiento de 

sus funciones o arbitrariedades de los funcionario~ 

encargados de aplicarlos~ lo que origina la violación 

de los derechos de los administrados. 

Frente a actos de tol naturaleza se ha 

reconocida la necesidad de dotar a los particulares de 

los· recursos o medios ante la propia administración 

pública por medio de los cuales pueda lograrGc la 

nulificación de las actos o resoluciones dictada5 con 

violación a la ley aplicada. En el caso de la 

l•Qi&laci6n aduanera se contempla en su numeral 142 qua 

en contra de las resoluciones definitivns que dicten 

las autor.idades aduaneras procederán los recurmos 

administrativas que al efecto etablece el Código Fiscal 

de la Federación, excepción hacha respecto de las 

resoluciones 

administrativo 

que decidan 

de investigación 

el 

y 

procedimiento 

audiencia. Esto 

quiere decir que en contra de la resolución ~a. 

que al efecto se dicte en el procedimiento 

administrativo aludido tiene que promoverse Juicio de 

nulidad ante el Tribunal Fiscal de la Federación y no 

asi agotarse alguno de los recursos que prevé el Código 
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aludido. 

JUICIO O E NULIDAD 

Cuando una resolución dictada en el 

procedimiento administrativo de investigación y 

audiencia cau9e agravio al particular éste podr:> 

ocurrir en juic:io de nulidad ante el Tribunal Fiscal de 

la Federac:h'in, quien podrá declardr la ill2galidad de l.:. 

resolución impugnada confarmne a las causales qu~ al 

efecto se contemplan en 1~l ar ti c:ul o 238 del Código 

Fiscal de la Federación y las c:ualcG transcribimos para 

una mejor apreciaci~n del tema: 

1.- Incompetencia del funcionario que la haya 
dictado u ordenado o tramitado el 
procedimiento del que dnriva dicha 
resolución. 
II.- Omisión de los requisitos formales 
exigidos por las 1 eyes, quP. a.f ec:te 1 as 
defensas del particular y trascienda al 
sentida de la resolución impugnada, inclusiv~ 

la ausencia de fundamentación y mativ3ción, 
en su caso. 
III.- Vicios del procedimiento que afacten 
las defensas del partic:ular y trasciendan al 
sentido de la resolución impugnada. 
IV. - Si los hechos que l A moti varan 110 se 
realizaron, fueran distinta& a ~e apreciaro11 
en forma equivocada, o bien se dictó en 
contravención de las disposiciones aplicadas 
o dejó de aplicar las debidas. 
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V.- Cuando la resolución administrativa 
dictada en ejercio de facultades 
discrecionales no corresponda a los fines 
para los c:.uales la ley confiar-a dichas 
facultades. 

Sabemos de antemano que la sentencia dictada: 

por este Cuerpo Colegiado podrá: reconocer la validez 

de la resolución impugnad~, duclarar la nulidad de la 

misma o bien declarar la nulidad de la resolución 

impugnada para determina.das efectoc:;, debiendo precisar 

con claridad la forma y términos en q'ue la autoridad 

deba cumplirla, salvo que se trate de facultades 

discrecionales .. 

J u x e I o DE AMPARO 

El juicio de amparo es el medio con qu~ 

cuentan los particulares par-a c:o.ntrolar la 

constitucionalidad da los acto$ y resoluciones emitidos 

por 1 as autoridades legi sl at 1 vas, admi ni "ñtrati vas o 

judiciales. El objetivo primordial del Juicio de amparo 

es el de conservar el estado de derecho y • los 

indivíduos que en él habitan, en el disfruto de las 

garantias que en nuestra Carta Magna consagrü. 
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La acción 

art1cul os 103 y 

del 

107 

amparo la establecen 

constitucionales y 

los 

está 

reglamentada en la Ley de Amparo. Existen dos tipos de 

juicios de amparo; el amparo directo y el amparo 

indirecto. 

El juicio de amparo directo es competencia 

del Tribunal Colegiado de Circuito en Materia 

Administrativa, para el caso que nos ocupa en esta 

trabajo de investigación, procede contra sentencias 

definitivas o resoluciones que pongan fin a Juicics 

dictados por Tribunales Administrativos, respecto de 

los cuales no proceda ningún r~curso ordinario por el 

que puedan ser. modificadas o revocadas, que resulten 

violatorias de garantias individuales. ya sea que la 

violación s~ cometa en las propias sentencias o 

resoluciones o que, cometida durante el procedimiento, 

afecte a las defensas del quejoso trascendiendo al 

resultado del fallo. 

El juicio de amparo 

competencia de les Juzgados 

indirecto es 

de Distrito 

de 

que 

correspondan y procedea contra leyes que por uu sola 
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expedici6n causen perjuicio oJ particular; contra acto~ 

de autoridad fiscal que impliquen violación directa de 

garantias. En este caso el particular puede elegir 

entre acudir a los medios de defensa ordinarios o ir 

directamente al amparo, habida cuenta que este juicio 

es el medio idóneo para la protección de l~s garantias 

individuales y, contra actos del Tríbunal Fiscal dw la 

Federación distintos de la sentencia definitiva. 

En este orden de ideas, el decretamiento de 

un secuestra administrativo de merc~nciag o veh1culos 

de transporte e9 un neto de autoridad que puede ser 

combatible a través del juicio de amparo indirecto al 

tenor de 10 previsto por las articulo~ conducentes de 

la Ley de Amparo. 
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CONCLUSIONES 

PRIMERA.- El secuestro . admi ni strati va en 

materia aduanera es la medida cautelar que decreta la 

dUtoridad hacendaria cuando tiene elementos para 

c:onsiderar que no se han cumplido cari todas y cada una 

de las obligaciones que establecen las leyes de la 

materia y qu~ subsiste hasta en tanto se resuelve lo 

conducente dentro d~l procedimiento administrativo de 

investigación y audiencia incoado en contra de los 

particulares. 

SEGUNDA.- El secuestro administrativo de 

mercanclas y vehículos en que se transporten es una 

facultad discrecional de las autoridadefi fiscales y 

puede ser de dos tipos: provisional o definitiva. 

TERCERA.- De acuerdo con la legislación 

vigente, las autoridades fiscales que pueden realizar 

el ~acuestro administrativo e iniciar procedimiento 

administrativo de investigación y audi12ncie1 son las 

Direcciones Generales de: Aduanas y Auditoria Fiscal 
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Federal; las Administraciones Fiscdles Federales, las 

Aduanas y las Jefaturas Regionales de la Policta Fiscal 

todas ellas integrantes de la Secretaria de Hacienda y 

Cr~dito Público. 

CUARTA.- Conforme al criterio de nuestro mAs 

alto Tribunal y de los Tribunales Colegiados de 

Circuito, el secuestro administrativo na es violatcrio 

en si de garantia.s individuales, puesto que tiene un 

car~cter provisional, todo esto a la luz del articulo 

14 Constitucional. 

QUINTA.- En nuestra opinión es 

inconstitucional el contenido del articulo 123 Bis de 

la Ley Aduanera (que prevae el sécuestra administrativo 

en visita domiciliaria), en relación con el numeral 174 

de su Reglamento; puesto que va en pugna con el texto 

expreso del segundo párrafo del articulo 16 de la Carta 

Magna. 

SEXTA.- El procedimiento administrativo de 

investigación y audiencia es la secuela de actos, a 

través da los cualas la autoridad hacendaria investiga 

141 ••• 



y verificd el cabal y estricta cumplimiento de las 

obligaciones que a los particulares le~ imponen las 

leyes aduaneras, previéndose dentro del mismo las 

formalidades esenciales del procedimiento. 

SEPTIMA.- Las etapas básicas que conforman el 

procedimiento administrativo de investioac:ión y 

audiencia son inicio, ofrecimiento y desahogo de 

pruebas y resolución. 

OCTAVA.- Lo supuesto5 legales pura que se de 

inicio a este procedimiento se encuentran contemplados 

en los articulas 121, 123 y 123 Bis de la Ley Aduanera. 

NOVENA.- En la práctica, se ha observado que 

la duración de este procedimiento rebasa los limites 

del plazo de 55 dias que para todas sus etapas 

contempla la Ley de la materia, en el caso general. 

DECIMA.- Se propone una reforma al texto de 

los articules 123 Bis de la Ley Aduanera y 174 de su 

Reglamento, con la finalidad de que se precise el 

momento eKacto que, d~ la. ~de "'14. <>0Ua. 
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se debe notificar y emplazar al 

particular del inicio del procedimiento administrativo 

da investigación y audiencia. 
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